



      [image: cover]




 	

	    

            



			Para Margarita 




			



			




	    


	 	

	    

            



			 




			INTRODUCCIÓN 




			



			 




			Mucho ha llovido desde que Henry Kamen publicara La Guerra  de Sucesión en España, en 1974, una obra útil a tenor de los escasos conocimientos sobre el tema que había en aquellos momentos. Al año siguiente, completando la explicación de los acontecimientos bélicos, David Francis ofrecía The First Peninsular War. Afortunadamente, hoy disponemos de un bagaje historiográﬁco mucho más amplio y profundo acerca de aquel conﬂicto que dejó su impronta en Europa y, de manera especial, en España. Sin duda alguna, la conmemoración del tercer centenario del cambio dinástico en torno al año 2000 —aparte de las consabidas exaltaciones a la nueva dinastía— contribuyó a prestar una mayor atención a aquel momento histórico crucial y a las profundas consecuencias que su desenlace conllevó. Dejando aparte los monográﬁcos aparecidos en diversas revistas especializadas, el imprescindible contenido de las actas de algunos coloquios y congresos da buena cuenta de ello, en especial Los Borbones (Pablo Fernández Albaladejo, ed.), Felipe V y su tiempo (Eliseo Serrano, ed.), Felipe V de Borbón (1701-1746) (José Luis Pereira coord.), La pérdida de Europa (A. Álvarez-Ossorio, B. J. García García y V. León, eds.), L’aposta catalana a la guerra de Successió,  1705-1707 (Museu d’Història de Catalunya), El cambio dinástico y  sus repercusiones en la España del siglo XVIII (J. Fernández, M. A. Bel, J. M. Delgado) y La Guerra de Sucesión en España y América (Cátedra «General Castaños»). El renovado interés por la historia política, cuya senda emprendieron historiadores prestigiosos como José Antonio Maravall, Joan Mercader o John H. Elliott, qué duda cabe ha tenido también su papel en este indiscutible avance en el terreno historio gráﬁco que nos permite hablar de un «tiempo de política» tomando prestado el título del libro de Xavier Gil. Un avance que ha sido posible, al mismo tiempo, por las contribuciones internacionales sobre el conﬂicto de Lucien Bély y Linda y Marsha Frey, entre otros historiadores. 




			A pesar de ello, el interés que ha despertado el tema ha sido desigual en los territorios hispánicos. Disponemos de multitud de estudios para Cataluña y Valencia, y algunos para Aragón, mientras que para buena parte de los territorios de la Corona de Castilla queda un largo trecho por recorrer. Algo tendrá que ver con ello el interés que han suscitado las fechas de 1707 y 1714 en los tiempos recientes, y su cita en el acalorado debate político acerca de la acomodación de dichos territorios en un Estado compuesto. Como muy bien auguró Jaume Vicens Vives al referirse a aquellos acontecimientos de la guerra, «de todo ello, se ha hablado, se habla y se seguirá hablando, porque ha penetrado en la misma médula del Estado español moderno».1 




			A Ernest Lluch cabe atribuirle parte del mérito de haber suscitado un interés renovado hacia el tema en su libro Las Españas vencidas  del siglo XVIII, al proyectar hacia el pasado sus inquietudes sobre la España plural. Su ausencia humana e intelectual, al cabo de una década, en tiempos en que no abundan los razonamientos serenos, se echa en falta. Supo, como diría Arthur Schlesinger, abordar el reto fascinante de analizar viejas cuestiones bajo una nueva luz.2 En todo caso, las aportaciones recientes realizadas desde Cataluña, Valencia y las Islas Baleares sobre la Guerra de Sucesión han sido cuantiosas y relevantes, especialmente las de Josep Maria Torras i Ribé, Eva Serra, Rosa Maria Alabrús, Agustí Alcoberro y Albert García Espuche, sin olvidar alguna muy signiﬁcativa de Josep Fontana, así como las de Carmen Pérez Aparicio (que en 1981 introdujo el componente social en el análisis de la guerra en tierras valencianas), de Enrique Giménez y de Josep Juan Vidal, entre otros historiadores. 




			Por mi parte, al cabo de unas décadas de investigación sobre el tema, pienso que no pueden reducirse las visiones claramente confrontadas sobre la guerra de Sucesión a una simple contraposición entre nacionalismos,3 ya sean confesados o no. Más allá de este componente, existe, a mi juicio, otro elemento interpretativo de gran calado historiográﬁco que tiene que ver con los paradigmas sobre el desarrollo del Estado moderno. En España, casi doctrinariamente, ha predominado el modelo interpretativo que presupone que la vía del absolutismo emprendida mayoritariamente en el continente europeo fue la que podríamos asociar más directamente con la modernidad política y económica. Una visión que, afortunadamente, ha sido matizada gracias a las aportaciones fundamentales de diversos historiadores —cuya nómina encabeza de forma destacada Pablo Fernández Albaladejo—, los cuales han procurado entender la política y el Estado, desde su realidad y su contexto, para evitar la aplicación retrospectiva del paradigma estatalista que establece una relación genealógica entre el rey, la corona y el moderno poder estatal.4 Otros historiadores han abordado la cuestión desde miradas más contemporaneístas, como Josep Fontana, quien incide en el mayor grado de modernidad política del parlamentarismo frente al absolutismo, tanto desde la base del sistema de representación y de los contratos políticos como desde el punto de vista del impulso económico.  




			Soy del parecer de que en aquella guerra entraron en liza dos concepciones distintas sobre la política, fruto de desarrollos seculares que permitieron cristalizar modelos institucionales, normas políticas y actitudes harto diferentes. Si negamos tal premisa, difícilmente comprenderemos la Guerra de Sucesión como una guerra civil en la que los grupos dirigentes enfrentados perseguían objetivos de fondo que iban mucho más allá de la opción dinástica que defendían, aunque ésta no dejaba de marcar su inevitable impronta. Los estudios recientes sobre el austracismo castellano, que demuestran un origen de supuestos parecidos al de la Corona de Aragón, resultan reveladores en este sentido y hacen ganar enteros a esta visión más compleja sobre aquello que se debatía en la guerra, más allá de la contraposición que ﬁnalmente tomó cuerpo entre los dos grandes bloques territoriales de la monarquía, identiﬁcados cada uno con un candidato a la corona. Rescatar, por tanto, la mirada histórica de los presupuestos explicativos que la han tenido secuestrada, mediante una visión única y simplista, constituye un reto imprescindible para entender los cimientos de la España contemporánea en toda su complejidad. Una visión, en deﬁnitiva, que suele caracterizarse por su empatía unilateral con los vencedores, en la línea del historicismo que denunció Walter Benjamin en su Tesis sobre el concepto de historia.  




			Mención especial merecen las múltiples aportaciones de Virginia León, principalmente su libro Carlos VI, que se cuentan entre los más sólidos estudios que se han publicado recientemente sobre aquel período. También hay que destacar Felipe V y los españoles de Ricardo García Cárcel, que, en clave interpretativa, suscita no pocas cuestiones interesantes en su «visión periférica del problema de España» y que deja abiertas tantas otras para futuras investigaciones. Y sin duda, hoy conocemos mejor la ﬁgura controvertida del primer Borbón gracias a las biografías elaboradas por Henry Kamen, y por Carlos Martínez Shaw y Marina Alfonso.5 




			Pretendemos, mediante este libro, ofrecer una panorámica global de la Guerra de Sucesión en España atendiendo a su doble componente: internacional e interno, dando lugar este último a una guerra civil. Soy consciente de que estamos lejos, aún, en el estado actual de los estudios sobre la materia, de poder ofrecer una visión exhaustiva de aquel acontecimiento que marcó profundamente la historia de España. Seguimos sin disponer de trabajos solventes, de carácter general, sobre los sucesos bélicos (salvando excepciones honrosas como los libros de Josep Maria Torras i Ribé y de Carmen Pérez Aparicio), ni contamos con una visión parecida a la que aporta Charles Esdaile en La Guerra de la Independencia. Una nueva historia, que expone un detallado análisis militar sin olvidar sus dimensiones política y social. No es tampoco el objetivo que perseguíamos. Tiempo habrá de que algún historiador lleve a cabo esta tarea. El objetivo de este libro es proporcionar algunas claves explicativas básicas para entender qué se debatió en aquel gran conﬂicto, una «guerra más que civil» según el jurista exiliado Josep Plantí; cómo el omnipresente factor internacional marcó el ritmo de la guerra desde el inicio y hasta su conclusión; qué proyectos alternativos entraron en colisión con motivo de la disputa dinástica; a grandes trazos, cómo se desarrolló la guerra; cómo se organizaron los gobiernos en las dos Españas enfrentadas (el de Felipe V y el de Carlos III el Archiduque) y a qué adversidades tuvieron que hacer frente; cómo se saldó el enfrentamiento; y, ﬁnalmente, cómo se consolidó el nuevo régimen borbónico y las reformas emprendidas por éste, a la par que un inﬂuyente grupo de exiliados desarrollaba su actividad política en el exilio incluso después de la paz de Viena. No pretendo, por otra parte, abrumar al lector con un sinfín de referencias puntuales sobre acontecimientos, ni sobre bibliografía existente en relación con determinados aspectos. Con el mismo objetivo de facilitar la lectura he traducido las citas (en francés, inglés, italiano y catalán) al castellano y en general he normalizado la ortografía de los textos antiguos.6 




			Se dirá, tal vez con cierta razón, que se trata de una mirada muy escorada hacia el bando austracista, y en concreto a los territorios de la Corona de Aragón. Pero estoy convencido de que sólo es posible entender aquel conﬂicto a escala hispánica si atendemos a la doble realidad territorial y, en último término, política que lo alimentó, ambas siempre relacionadas. En términos analíticos, no nos sirven las explicaciones de una única causa, ni tampoco las que atienden solamente a uno de los dos bloques territoriales. Se impone, pues, la necesidad de un análisis multifactorial, despojado de tópicos, sin visiones idealizadas de ningún tipo y que tenga en cuenta la realidad territorial diversa de las Españas. Ernest Lluch y Ricardo García Cárcel, partiendo de supuestos distintos, avanzaron por esta senda y proporcionaron sugerentes hipótesis de trabajo. 




			He recibido, durante estos años, múltiples apoyos y he contraído inﬁnitas deudas intelectuales. En el capítulo de agradecimientos debo empezar por Josep Fontana. Y ello, como mínimo, por doble motivo: el primero por su pertinaz insistencia a que me aplicara a esta tarea, a pesar de mis reservas a afrontar semejante reto. El segundo, para manifestar mi más sincero reconocimiento al excepcional maestro de historiadores. Pero es que además he tenido el privilegio de que me haya acompañado a lo largo de mi trayectoria académica y profesional, aparte de brindarme su amistad. Un apoyo que se ha traducido en estimulantes sugerencias y en el aporte continuo de un sinfín de libros, impresos y panﬂetos, a cuál más interesante, que me han resultado fundamentales en los diversos trabajos que he publicado sobre el tema, unos materiales ahora depositados en la espléndida biblioteca que ha forjado en el Institut Universitari d’Història Jaume Vicens Vives de la Universitat Pompeu Fabra. Finalmente, debo agradecerle su paciente lectura del texto original y las múltiples y pertinentes observaciones que ha formulado sobre el mismo, las cuales, sin duda alguna, han redundado en su mejora. 




			La nómina de reconocimientos prosigue con Josep Maria Torras i Ribé, la lectura de cuyo artículo, publicado en 1981 sobre la actitud de los pueblos y estamentos catalanes durante la guerra, me estimuló a andar los primeros pasos en este terreno; con Núria Sales, de quien tuve la fortuna de contar con sus utilísimas orientaciones sobre la riqueza documental de los archivos parisinos, en especial del Service Historique de l’Armée de Terre, una gratitud que debo hacer extensiva a Alain Ayats, que siempre me apoyó generosamente en mi investigación en los Archives Départementales des Pyrenées Orientales, en Perpiñán; con Pierre Vilar, cuando realizaba la tesis y me acogió con gran hospitalidad y generosidad en múltiples ocasiones en su piso del Quais de la Rappée, y con quien pude mantener largas e inolvidables conversaciones tanto sobre historia como sobre política; con Ernest Lluch, con quien tuve el privilegio de compartir inquietudes de diversa índole y la pasión sobre el tema que nos ocupa, y cuyas sugerentes reﬂexiones no han dejado de acompañarme y de incitarme a profundizar determinados aspectos que abordó en su intensa inmersión en el tema; con Eva Serra, Pablo Fernández Albaladejo, Ricardo García Cárcel, Antonio Mestre, José María Iñurritegui, Jon Arrieta, Xavier Gil, Enrique Giménez, Albert García Espuche, Lucien Bély y Virginia León, de quienes constantemente estoy aprendiendo y enriqueciéndome con sus aportaciones. Además, quiero expresar mi gratitud a Virginia por la lectura del texto original y sus imprescindibles aportaciones al mismo, y a mi hijo Jordi, siempre dispuesto a echarme una mano cuando estoy apurado. También estoy en deuda con los amigos y colegas Juan-Sisinio Pérez Garzón, Antonio Álvarez-Ossorio, José Manuel de Bernardo Ares, María Luz González, Rosa María Alabrús, Agustí Alcoberro, Carmen Pérez Aparicio, Angela de Benedictis, Jim Amelang, David González, José Ignacio Fortea, Josep Maria Delgado, Jaume Torras, Tomàs de Montagut, Josep Capdeferro, Roberto Fernández, Xavier Torres, Cinzia Cremonini, Montserrat Lamarca, Rosa Lluch, Jaume Claret, Mamés Cisneros y Eduard Martí. A Òscar González le agradezco su ayuda en la revisión del texto original. También a los eﬁcientes bibliotecarios del Institut Universitari d’Història Jaume Vicens Vives, de la Universitat Pompeu Fabra, Imma Muxella, Jordi Morell y Sergi Rosés. Y, cómo no, al admirado Gonzalo Pontón, a quien quedo reconocido por su interés por la edición del libro y por el apoyo entusiasta que me ha dispensado desde el primer momento. Lo mismo tengo que decir de Carmen Esteban. A todos ellos, pues, mi más sincero reconocimiento. Huelga decir que las insuﬁciencias  o errores del presente libro sólo a mí deben imputarse.  




			A Margarita, Jordi y Eduard, una vez más, por su inﬁnita comprensión y cariño, por el tiempo que he dejado de dedicarles empleándolo en menesteres que no son, ni mucho menos, los más importantes. 
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			ADPO: Archives Départementales des Pyrenées Orientales 




			AHC.B:  Arxiu Històric de la Ciutat de Barcelona 




			AHUS:  Arquivio Histórico da Universidade de Santiago 




			AHN:  Archivo Histórico Nacional. Madrid  




			ANC:  Arxiu Nacional de Catalunya  




			ANP: Archives Nationales. París  




			ASNA: Archivio di Stato di Napoli  




			BC:  Biblioteca de Catalunya. Barcelona 




			BN:  Biblioteca Nacional. Madrid  




			BNB:  Biblioteca Nazionale Bridense. Milán  




			BUB:  Biblioteca Universitària de Barcelona  




			FB: Fullets Bonsoms 




			H.H.St.:  Haus-, Hof-, und Staatsarchiv Wien  




			IUHJVV: Institut Universitari d’Història Jaume Vicens Vives. Universitat Pompeu Fabra 




			MAE CP.:  Ministère des Affaires Étrangères (Archives). París. Correspondance Politique  




			PRO. SP. FS.:  Public Record Ofﬁce. Kew. State Papers Foreign Spain RAH  Real Academia de la Historia. Madrid  




			SHAT: Archives du Service Historique de l’Armée de Terre. Château de Vincennes. París  




			



	    


	 	

	    

            



			 




			Este estudio se inscribe en la investigación de los proyectos del Ministerio de Educación y Ciencia «Cataluña en la España moderna: memoria histórica y proyecto político» (HUM2005-01953/HIST) y «La formación del Estado borbónico (1700-1746)» (HAR2008-03291/ HIST) y del «Grup d’Estudi de les Institucions i de la Societat a la Catalunya moderna (segles XVI-XVIII)», Generalitat de Catalunya (2005SGR 00633 y 2009 SER318). 
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			GUERRA INTERNACIONAL, CONTIENDA CIVIL 




			



			 




			UNA GUERRA MUNDIAL 




			



			 




			El conﬂicto por la sucesión a la corona hispánica, a la muerte de Carlos II de la Casa de Austria, dio lugar a una larga y terrible guerra en Europa en la que se calcula que murieron 1.251.000 personas,1 cerca de medio millón en Francia, muchas de ellas por enfermedad.2 En efecto, culminando el proceso de crecimiento continuo de los ejércitos europeos, fenómeno inherente a la expansión de los nacientes estados, aquélla fue la guerra más mortífera que tuvo lugar entre la Guerra de los Treinta Años y las guerras napoleónicas. Basta recordar un dato signiﬁcativo: en el momento de mayor intensidad, en 1710, luchaban cerca de 1.300.000 soldados.3 Y Francia, la potencia más implicada, llegó a movilizar unos 900.000 hombres (sumando tropas regladas y milicias) entre 1701 y 1713.4 Un dato crucial es que la superioridad naval de los aliados frente a los franceses era apabullante: en 1705, el tonelaje conjunto de los barcos ingleses y holandeses superaba al de los franceses en un 58 %, porcentaje que en 1710 llegaba hasta el 72 % y en 1715 al 147 %. En cambio, los efectivos militares franceses de tierra (255.000 hombres) doblaban a los austríacos (120.000 hombres). En 1713, el Imperio disponía de 115 escuadrones y 85 batallones, mientras que los efectivos franceses sumaban 300 escuadrones y 240 batallones.5 
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			MAPA 1.  Estados borbónicos y Gran Alianza de La Haya (Catalunya i la Guerra de Successió, catálogo de exposición, editado por Museu d’Història de Catalunya, Barcelona, 2007). 




			 




			Otra característica de este conﬂicto de grandes magnitudes fue la diversidad de los escenarios en los que se desarrollaron las operaciones militares, hasta el punto que podemos caliﬁcarla de guerra mundial:6 España, Portugal, Italia, los territorios del Imperio, Países Bajos, Francia y América del Norte y del Sur. Fue una «guerra tan universal cual no se ha visto nunca», en palabras del Almirante de Castilla.7 




			Pero además, el conﬂicto activó otras querellas presentes a lo largo de la guerra: el problema de la sucesión protestante en Inglaterra —que ha permitido a Lucien Bély hablar de una Guerra de Sucesión paralela—,8 en la que Luis XIV apoyó al pretendiente Jacobo III Estuardo y a los jacobitas escoceses, y el enfrentamiento entre Carlos XII de Suecia y Pedro el Grande de Rusia. Al mismo tiempo, las potencias implicadas no dudaron en avivar viejos conﬂictos internos en los territorios enemigos para favorecer su estrategia militar, como sucedió con la guerra de independencia húngara liderada por el príncipe Francisco II Rákóczi (1702-1711) —animada por Francia— y la revuelta de los camisards franceses, hugonotes, en las Cévennes (1702-1710), apoyados por Inglaterra.9 Algo parecido sucedió con los habitantes del país de Vaud, protestantes de las regiones alpinas entre el sureste francés, el norte de Italia y Suiza, que recibieron apoyo inglés y que lucharon en el bando aliado a cambio de conservar la religión y sus libertades, perseguidos de forma implacable por Luis XIV.10 Finalmente, como es sabido, Inglaterra planeó, desde el primer momento, lograr el apoyo de territorios hispánicos descontentos con la nueva dinastía de los Borbones, especialmente de los catalanes y los valencianos.  




			Como no podía ser de otra forma en aquellos tiempos, la religión impregnó el conﬂicto, marcado por el enfrentamiento entre católicos y protestantes (también entre católicos, claro está). Jean-Pierre Amalric ha puesto de relieve la interferencia de dos conﬂictos internos, con connotaciones religiosas, en la Guerra de Sucesión: el de los hugonotes y el de los jacobitas. Paradójicamente, en la batalla de Almansa se enfrentaron el general Galway, al frente de las tropas aliadas, descendiente de hugonotes franceses refugiados en Francia, con el duque de Berwick, hermanastro del católico Jacobo II (y sobrino de Marlborough), en una muestra inequívoca del papel relevante que jugaba la religión en aquel conﬂicto.11 Por contra, llama la atención el caso de Samuel Bernard, el principal prestamista de Luis XIV, que operaba con banqueros hugonotes de Ginebra, protagonista de una operación especulativa a gran escala en 1709. Es decir que el rey de Francia no tuvo reparos en echar mano de recursos calvinistas para perseguir a los hugonotes franceses y a los protestantes de la Liga antiborbónica.12 




			Austria, Inglaterra y las Provincias Unidas declararon la guerra contra Francia en mayo de 1702 y se alinearon con el archiduque Carlos de Austria. La mayor parte de los territorios del Imperio y de los príncipes italianos, Portugal y Saboya dieron apoyo a los aliados. En cambio, Luis XIV y Felipe de Anjou sólo acabaron contando con el elector de Baviera y el arzobispo de Colonia como aliados.  




			Desde el primer momento, los aliados alzaron la bandera de las «libertades» de Europa. Se trataba de «la gran causa de la libertad común» según un impreso barcelonés.13 Bien entendido, la llamada en causa no apelaba a derechos constitucionales del conjunto de los europeos, sino al equilibrio del poder que era esencial para Inglaterra y sus libertades, inequívocamente asociado a los intereses protestantes. De este modo, vinculaban la resolución del conﬂicto a un escenario europeo de libertad o de esclavitud frente a la «monarquía universal» borbónica. De forma signiﬁcativa, la Cámara de los Comunes resolvió apoyar la guerra para «preservar las libertades de Europa, la prosperidad y la paz en Inglaterra, y para reducir el exorbitante poder de Francia».14 El argumento había tomado cuerpo hacia 1688, fundado en un rotundo rechazo del estilo de gobierno francés, acompañado de un neto sentimiento nacional.15 Algo debió de inﬂuir también en aquel estado de opinión la destrucción del Palatinado por las tropas francesas en 1688, represión que causó impacto en la opinión pública europea ante la cual Luis XIV fue asimilado a un tirano.16 




			Por otra parte, no está de más recordar que en aquella guerra se entremezclaron los intereses dinásticos con los económicos —especialmente en América—, que el desenlace resultó imprevisible hasta el último momento y que la contingencia histórica jugó un papel decisivo. De hecho, Luis XIV intentó infructuosamente negociar un acuerdo con los aliados del Imperio en diversas ocasiones: a ﬁnales  de 1705, en octubre de 1706, a principios de 1707, en marzo de 1708 y en marzo de 1710, hasta el punto de que aquel año el Consejo de Estado de Francia llegó a considerar la conveniencia de que Felipe V abdicara del trono de España.17 Pero, en el momento en que el Rey Sol se hallaba más desesperado, dos acontecimientos imprevistos le favorecieron, en una muestra patente del rol de la contingencia en el devenir histórico. El primero, en octubre de 1710, fue la pérdida del poder por los whigs, partidarios de la guerra, y el acceso al gobierno de los tories, decididos a ﬁrmar la paz con Francia; el segundo, en diciembre de 1711, el ascenso al trono imperial de Carlos III el Archiduque (con el título de Carlos VI) al morir su hermano, el emperador José. En consecuencia, uno de los principales artíﬁces de la guerra, el general Marlborough, vinculado a los whigs, cayó en desgracia y fue sustituido por el duque de Ormond en medio de una intensa campaña favorable a la ﬁrma de la paz. 




			Otra novedad a destacar es que precisamente durante la guerra de Sucesión la incidencia de la opinión pública alcanzó unas proporciones inéditas hasta entonces.18 La esfera pública, situada entre el mundo privado de la familia y el mundo oﬁcial del Estado, se convirtió en un foro en el que los individuos, aislados hasta entonces, intercambiaban información, ideas y críticas. Este ámbito emergente jugó un papel de primer orden en aquella guerra hasta el punto de poner en tela de juicio la autoridad de los creadores de opinión del Antiguo Régimen, más bien «dictadores de opinión», en opinión de T. C. W. Blanning, quien ha subrayado que en el Reino Unido y en Holanda, naciones que contaban con unos niveles notables de alfabetización y un considerable grado de libertad de prensa, la opinión pública era casi tan oblicua como la guerra.19 Más aún, Jeremy Black ha señalado que el protagonismo que alcanzó el parlamento británico en el ámbito de las relaciones exteriores —un ámbito que competía al rey— se debió, en buena medida, a su receptividad hacia la esfera pública.20 




			El tory Robert Harley, al frente del Exchequer —o Ministerio de hacienda— a partir de 1710, sacó el máximo partido de la inﬂuencia potencial de la opinión pública y, al tiempo que iniciaba conversaciones secretas con el secretario de Estado francés Torcy, cuyos resultados se plasmaron en los tratados de Utrecht, puso a su servicio un equipo de escritores para que incidieran en la opinión pública de acuerdo con los dictados de su partido. Entre ellos destacaron Daniel Defoe, Jonathan Swift y Charles Davenant, constituyendo los dos primeros el núcleo de la máquina propagandista del ministerio.21 Como ha expuesto J. A. Downie, Harley llegó a disponer de un panﬂetista y de un medio de difusión para cada tema, a la par que controlaba la propaganda de la oposición mediante el uso de la censura. El clérigo anglo-irlandés Swift, autor de Los viajes de Gulliver y un hombre de naturaleza pesimista, defendía la tesis de una auténtica conspiración en la que creían los tories gentleman del campo, mientras que Defoe realizaba una tarea estrechamente vinculada al partido insistiendo en los temas expuestos por Swift y justiﬁcando la acción del gobierno.22 Por su parte, Defoe, autor de Robinson Crusoe, tenía experiencia en la labor: había desarrollado una importante tarea al servicio de Guillermo III en 1698 a favor de la creación de un ejército permanente en Inglaterra. Desde las páginas de The Review, donde argumentó que urgía la paz para poner término a aquella sangrienta y destructiva guerra, fue el autor más prolíﬁco, a pesar de que inicialmente había dado apoyo a los whigs y se había mostrado favorable a la guerra en el panﬂeto  The Two Great questions considered (1700). También actuó como propagandista a favor de la causa inglesa en Escocia en los años previos al tratado de la Unión. Con razón se ha podido escribir de él que defendía una causa u otra según quién le contratara.23 En efecto, al cambiar el gobierno se sumó a la propaganda sostenida económicamente por los tories. Entonces argumentó que el coste de la guerra no había parado de crecer desde el año 1709. A su juicio, el objetivo inicial de la guerra, la reducción del poder desorbitado de Francia, se había logrado con creces, por lo que había llegado la hora de negociar, mientras que los whigs insistían en continuarla hasta recuperar toda la monarquía hispánica.  




			Swift llegó a ser el chef de propagande de los tories y publicó el periódico The Examiner (1710-1711), cuyos principales lectores eran propietarios y eclesiásticos, y redactó el célebre panﬂeto Conduct of  Allies (1711), el texto culminante de la campaña de los tories favorable a la paz. Sus escritos perseguían un doble objetivo: por una parte, proporcionar argumentos a los diputados que prestaban apoyo al gobierno de Harley en la Cámara de los Comunes; por otra, apelar a la opinión pública, en especial a los propietarios que pagaban contribución y que elegían a los parlamentarios. De este impreso se vendieron más de 11.000 ejemplares en un mes y se publicaron al menos siete ediciones. En él, Swift mostraba su oposición al lema de los whigs, No peace  without Spain (Ninguna paz sin España), y argumentaba que la contribución inglesa a la guerra era excesivamente gravosa para sus habitantes en proporción a la aportación de los aliados.24 Lo cierto es que el panﬂeto tuvo una gran repercusión y provocó la aparición de libelos a favor y en contra de sus tesis, e incluso fue traducido al francés. En un contexto de acentuada división política interna, la reina Ana de Inglaterra se vio obligada a crear doce nuevos pares para lograr que la Cámara de los Lores diera luz verde a la resolución de paz.25 Al ﬁnal, la Cámara votó contra la moción de los whigs. Más relevante aún resulta constatar que, a principios de 1712, once resoluciones de la Cámara habían seguido las conclusiones de Conduct of Allies.26 




			Así pues, «la guerra de las palabras» alcanzó un protagonismo durante la Guerra de Sucesión inédito entonces, hasta el punto de que resultó determinante a la hora de preparar el terreno a los tratados de paz. Como ha escrito Lucien Bély, la paz que Inglaterra ofreció a Francia se cimentaba en la mutación de la opinión pública inglesa, que, fatigada de la guerra, había enviado los tories al Parlamento. Se conoce la existencia de sesenta y cinco panﬂetos publicados entre 1711 y 1713 (la mitad tories, la otra mitad whigs), aparte de las gacetas, de gran difusión oral en los salones y en los cafés, ya que una gaceta podía ser leída o su contenido divulgado entre un centenar de personas.27 




			También en el continente europeo se libró una guerra de panﬂetos. En el contexto de las negociaciones de Utrecht y haciéndose eco de un amplio sentimiento popular contrario a los males de la guerra, un jovencísimo Voltaire publicó su Ode sur les malheurs du temps (1713), elogiado por Leibniz, y el abad de Saint-Pierre sacralizó la paz en el Projet pour rendre la paix perpétuelle (1713).28 Saint-Pierre estuvo en Utrecht con el cardenal Polignac y fue caliﬁcado, nada sorprendentemente, por Luis XIV como «cultivador de quimeras».29 




			Por otra parte, la causa pro imperial halló un magníﬁco adalid en el ﬁlósofo y matemático alemán Gottfried Wilhelm Leibniz, partidario de un «autoritarismo benevolente» y opuesto al poder arbitrario, tal como lo deﬁne Patrick Riley. Leibniz, consejero del emperador, amigo del príncipe Eugenio de Saboya y autor del texto Peace of Utrecht Inexcusable (1713), condenó vehementemente el expansionismo francés de Luis XIV como ya había hecho en 1683 en su mordaz sátira Mars  Christinianissimus. Sostuvo que los dos Borbones se habían convertido en «dictadores de nuestro viejo mundo» y que Francia pretendía imponer una «monarquía universal» que acabaría con las «libertades» de Europa estableciendo lugartenientes en España y en Gran Bretaña (mediante el pretendiente jacobita), creando nuevos reyes en Sicilia y Cerdeña, rehabilitando a los electores del Imperio y colocando, tal vez, un stathouder en las Provincias Unidas que haría las funciones de intendente. En su denuncia no ahorraba críticas a Gran Bretaña y a las Provincias Unidas por su defección del bando aliado.30 No albergaba dudas de que la libertad de Europa sólo podían garantizarla las potencias del norte, protestantes y antifrancesas, es decir, Gran Bretaña, las Provincias Unidas y Prusia.31 Consecuentemente, se manifestó en contra de los tratados de Utrecht —caliﬁcó el congreso como un «teatro de intrigas», una pura formalidad— y se implicó activamente en lo que él mismo caliﬁcó de guerres de plume.  




			Leibniz, al iniciarse el conﬂicto, en su Maniﬁesto a favor de los  derechos de Carlos III (1703), argumentó que Luis XIV había vulnerado el tratado de los Pirineos y que el nombramiento de Felipe V no se ajustaba a la legalidad porque no habían sido convocadas las Cortes de Castilla y de Aragón para sancionarlo. De este modo, argüía, se impuso el «despótico yugo de la dominación francesa» y unos procedimientos extraños a las costumbres de España, la cual quedaba convertida en una «provincia» de Francia.32 Advertía, por tanto, que «el interés, así como la inclinación de un Borbón y rey francés, será hacerse absoluto para poder ejercer un poder despótico. Todo el mundo sabe que esta forma de gobierno está establecida en Francia … y que un nieto del rey de Francia no puede dejar de estar inﬂuido por estas máximas. Allí las libertades del pueblo y de los grandes han sido reducidas; el libre arbitrio del rey domina». Como muestra, aducía que los Estados provinciales franceses habían visto reducido su margen de acción, que unos cuantos se enriquecían a costa de la comunidad mediante mecanismos como la venalidad de los oﬁcios y que ahora el rey quería adueñarse del oro y de la plata de América y de su comercio. En cambio, aseguraba que la casa de Austria dirigiría los destinos de España de acuerdo con las leyes vigentes, mientras que Felipe V gobernaría «a la otomana».33 En suma: los argumentos de Leibniz parten de una ﬁliación pro austríaca indiscutible y se fundamentan en una visión de la política que compartían los austracistas hispánicos, cuyo discurso pone el acento en la defensa de la libertad de Europa. 




			En España, el interés de los dos pretendientes a la corona por controlar la opinión pública se puso en evidencia mediante la adopción del modelo francés de prensa informativa del Estado, en régimen de privilegio y de monopolio. Felipe V dio un impulso decidido a la Gaceta de Madrid al conﬁrmar a Juan de Goyeneche el privilegio de impresión (1701), mientras que Carlos III el Archiduque creó la Gazeta de Barcelona, a cargo del impresor real Rafael Figueró (1706). Pero, más allá de las publicaciones oﬁciales, circuló una multitud de impresos a favor de ambas causas, tal como han demostrado María Teresa Pérez Picazo y Rosa Maria Alabrús.34 A juicio de Ricardo García Cárcel, Felipe V perdió la guerra mediática.35 Sin duda alguna, otro claro ejemplo de la necesidad de informar, ya fuera para justiﬁcar su toma de posición a favor del archiduque Carlos o bien para movilizar a la nobleza a favor de éste, lo proporciona el almirante de Castilla mediante su Maniﬁesto, estudiado por María Luz González.36 




			



			 




			UNA GUERRA CIVIL 




			



			 




			La Guerra de Sucesión también dio lugar a una guerra civil en España (una «guerra supercivil», según Melchor de Macanaz)37 entre los partidarios de los dos contendientes y entre los territorios que apoyaron de forma mayoritaria a la dinastía borbónica representada por Felipe V38 (los de la Corona de Castilla) y los que defendieron la causa del archiduque Carlos de Austria (los de la Corona de Aragón). Naturalmente no estamos hablando de adscripciones absolutas y unánimes, ya que en cada bando hubo seguidores de la causa contraria, por cuya razón los disidentes sufrieron persecución en ambos lados. Pero, en todo caso, resulta evidente un amplio y fundamental apoyo al Borbón en Castilla, del mismo modo que en la Corona de Aragón los partidarios del archiduque Carlos fueron mayoritarios, convirtiéndose Cataluña y Mallorca en el último bastión austracista, una vez sellados los tratados de paz. 




			A pesar de tal evidencia y de que el enfrentamiento entre los dos bloques territoriales se recrudeció a medida que pasaban los años, no han faltado voces, como la de M. Carmen Iglesias, contrarias a que el conﬂicto se denomine «con cierta ligereza y mucho presentismo como guerra civil. E incluso voces interesadas llegan a escribir dramáticamente la España vencida del siglo XVIII y hablan de que la Guerra de Sucesión dividió a España en dos grandes zonas». En opinión de esta historiadora, la investigación «va perﬁlando un mapa de la guerra de Sucesión que poco tiene que ver con el maniqueísmo de las dos zonas».39 




			De poco nos sirve intentar explicar ambas apuestas por motivos puramente dinásticos, ya sea a favor de la Casa de Borbón o de Habsburgo. Los motivos que impulsaron a los grupos dirigentes son complejos y tienen que ver, principalmente, con supuestos políticos y con proyectos económicos, aunque la religión no dejó de interferir a lo largo del conﬂicto y constituyó una apelación común que daba cobertura a la causa política, tiñéndola de cruzada, especialmente en el bando felipista, pero también en la resistencia a ultranza de Barcelona entre 1713 y 1714. 




			Como ya se cuidó de explicar John Lynch, Castilla constituyó el núcleo central de los Borbones: había monopolizado la máquina de gobierno y el imperio en el pasado (como bien ha recordado Antonio M. Bernal), «por lo cual la unidad y la integridad de la monarquía estipulada en el testamento de Carlos II parecía pensada para ella. A partir de 1700, Castilla luchó por su herencia, que se identiﬁcó con la sucesión borbónica».40 La pugna de fondo entre lo que Ferran Soldevila caliﬁcó de tendencias «centralizadoras» (encarnadas por Castilla) y las «federativas» (encarnadas por la Corona de Aragón), se acrecentó a medida que avanzaba el conﬂicto y que los dos frentes territoriales se estabilizaron, signiﬁcándose cada uno de ellos a favor de uno de los dos candidatos. Pero, como señaló Soldevila, no eran solamente motivos de libertad colectiva los que se contraponían, sino que también se hallaban en juego razones de libertad individual que tenían que ver, sin duda alguna, con la tradición política de ambos territorios, al margen de las tendencias absolutistas que se impusieron a partir de 1707. Es decir: pactismo y constitucionalismo en la Corona de Aragón, decisionismo en Castilla. Así pues, las invocaciones constantes de los dirigentes catalanes a sus Constituciones se antojaban a los ministros felipistas como «pretensiones injuriosas e incomportables, anacronismos que merecían desaparecer».41 No faltó, tampoco, la presencia del conﬂicto social, de tonos antiseñoriales, especialmente en Valencia y Aragón.  




			Otra cuestión, advertida también por Lynch, no resultó ajena al conﬂicto civil: las diferencias económicas entre quienes habían sufrido decenios de depresión bajo los Austrias (Castilla) y quienes mostraban signos de recuperación (territorios orientales), a las que cabe sumar el resentimiento contra los franceses en estos territorios.42 




			Sea como fuere, no hay que olvidar que el factor internacional condicionó totalmente la guerra desde el primer momento y hasta el último. Cuesta imaginar que la contienda hubiera tenido lugar de no haber intervenido activamente las potencias de uno y otro bando en sus inicios, del mismo modo que éstas pusieron ﬁn al conﬂicto y negociaron los acuerdos de paz. En realidad, tampoco Carlos II hubiera nombrado sucesor al trono hispánico al Borbón de no haber mediado una presión efectiva e implacable de Luis XIV sobre la corte y el rey hechizado y moribundo a favor de su nieto, ni los austracistas hispánicos se hubieran alzado en armas sin mediar la presión de la Gran Alianza.  
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			POLÍTICA E INSTITUCIONES EN ESPAÑA HACIA 1700 




			



			 




			Antes de entrar en materia, es preciso que nos detengamos brevemente en el análisis de la política y de las instituciones en la monarquía hispánica en 1700. Tal como ponen en evidencia los tratadistas del siglo XVII, la religión era el principio constituyente de la vida política, lejos aún de los supuestos del paradigma estatalista y secularizador.1 Por tanto, el poder del monarca no estaba exento de una fuerte carga de moral y de obligaciones «amorosas» hacia sus súbditos. De ahí que, como señala Pablo Fernández Albaladejo, «la tecnología disciplinaria que fuera a implementarse hubiera de sustentarse en el “amor” y no en el “miedo y violentos medios”». La imagen del «buen pastor» responde perfectamente a tal vínculo y el poder pastoral, de este modo, marchaba de la mano de la soberanía.2 El Teatro monárquico, escrito hacia 1700, por Pedro Portocarrero y Guzmán, patriarca de Indias y sobrino del cardenal Luis Fernández de Portocarrero, constituye un magníﬁco exponente de dicha concepción de la política fundada en los presupuestos de la monarquía católica tradicional. Portocarrero aﬁrma que «es poderoso príncipe, aquel que gobierna con justicia y equidad, oponiéndose a las tiranías». Asimismo se reﬁere a la obligación que el rey tiene con los vasallos «debiéndoles guardar lo que jura en su coronación, en la observancia de sus fueros y privilegios, como éstos sean justos y proporcionados a la conservación de los súbditos, sin detrimento de la majestad», del mismo modo que debe guardar los contratos «porque son de derecho natural». Sostiene, en relación con los privilegios «que gozan los reinos o provincias que se entregaron a sus príncipes con aquellas condiciones, o ellos se las concedieron por relevantes servicios, que éstos han de ser con sumo cuidado atendidos para no vulnerarlos, por el riesgo que tiene quieran los súbditos defenderlos, por los medios opuestos a la autoridad del príncipe». Para matizar, a renglón seguido dicho aserto:  




			



			 




			Mas si las provincias o reinos han faltado a la obediencia de sus naturales señores, tomando las armas con pretexto de haberles quebrantado sus libertades, y se viere el príncipe obligado a desenvainar la espada para reducirlos a su antigua obediencia, mal hará cuando lo consiga en dejarlos con sus privilegios, porque por derecho han decaído de ellos y no tiene el príncipe obligación a reintegrarlos.3 




			



			 




			Además, esta concepción partía de la base de una realidad incontestable que era la de la monarquía compuesta. El pactismo, doctrina fundada en el respeto mutuo en el cumplimiento de los pactos entre rey y súbditos, constituía el fundamento de la monarquía compuesta de los Austrias, un complejo de instituciones y relaciones multinacionales, como apuntó John H. Elliott.4 Aunque también es verdad que a consecuencia del absentismo real —y de la renuencia de los reyes a reunir Cortes, cuyas exigencias les incomodaban sobremanera—, las convocatorias tendieron a espaciarse de forma ostensible.5 




			Se trataba de una monarquía que albergaba dos grandes bloques, cada uno con sus propias instituciones y una determinada concepción de la política, más allá de la ﬁdelidad compartida hacia el soberano común. Por una parte, estaba Castilla, que en la Baja Edad Media había visto desmantelada su constitución territorial y cuyo derecho se había acogido a la sombra universalista del ius commune, de la tradición romano-canónica. Era, en este sentido, un territorio débil, nos dice Pablo Fernández Albaladejo,6 un territorio sin una expresión parlamentaria pura, y en el que el rey legisla mediante pragmática sanción, en un sistema que ha sido caliﬁcado de «decisionismo regio». En Castilla, en contraste con los reinos de la Corona de Aragón, se «quebró deﬁnitivamente la posibilidad de que en este reino llegara a asentarse una asamblea interestamental y orgánica —una auténtica comunitas regni— con capacidad jurisdiccional para proceder conjuntamente con el monarca a la elaboración de normas jurídicas con validez para toda la corona».7 A falta de una instancia creadora del derecho territorial, el protagonismo negociador fue asumido por las corporaciones urbanas, amparadas en un entramado judicial y una jurisprudencia basada en los principios del derecho común, y que actuaban como un contrapoder frente a la creciente autoridad real. Asumieron el rol de las Cortes en el ámbito ﬁscal la Diputación del Reino, que entendía en la gestión y administración del encabezamiento general para las alcabalas y tercios, y la Comisión de Millones, que administraba el servicio de millones. De esta forma las Cortes, mediante ambas instituciones, lograban invadir la potestad ﬁscal del príncipe.8 Dentro de la Corona de Castilla, disfrutaron de una representación separada de las Cortes mediante Juntas Generales los territorios de Galicia, Asturias, Vizcaya, Guipúzcoa y Álava, mientras que Navarra disponía de Cortes propias. 




			En suma, ello no signiﬁca que en Castilla el monarca dispusiera de un poder absoluto omnímodo, ya que el juego de garantías frente a las pretensiones del poder discurría por otros circuitos en el contexto de la cultura jurídica, en el que las ciudades constituyeron el núcleo duro de la constitución política castellana, como ha explicado José I. Fortea.9 Asimismo, Irving Thompson ha puesto de relieve que los Consejos Supremos y el sistema judicial actuaron como canales de representación del reino, convirtiéndose en una auténtica oposición a la autoridad real, especialmente en tiempo del conde-duque de Olivares.10 En todo caso, en España no cristalizó un sistema absolutista similar al francés. Las tensiones debían resolverse en el seno de los Consejos que deﬁnían la identidad de la constitución judicialista, mientras que el «régimen de millones», desde principios del siglo XVII, frenaba el avance del absolutismo hasta tal extremo que el peso de las Cortes se trasladaba hacia la Comisión de Millones.11 José Manuel de Bernardo Ares ha señalado que, al dejarse de convocar las Cortes en 1665, los 21 cabildos de las ciudades, «auténticas asambleas representativas, fueron los parlamentos o mini-cortes de la Corona de Castilla en la segunda mitad del siglo XVII». De manera que ostentaron «la genuina representación del reino, que podía estar unido en Cortes o separado en sus cabildos, lo que reducía naturalmente su fuerza, pero no su legítima representatividad». Estas asambleas oligárquicas se complementaban con los cabildos de jurados, de carácter más popular.12 




			A pesar de tales aportaciones, que tienen la virtud de introducir el factor de la complejidad en el análisis de la realidad política y permiten resituar las instituciones castellanas frente a interpretaciones que focalizan toda la atención en los parlamentos,13 hay cuestiones que no deben soslayarse. En primer lugar, que las Cortes en la Corona de Aragón, y especialmente en Cataluña, constituían un espacio político de negociación nada desdeñable y considerablemente eﬁciente en términos de legislación y de limitación de las apetencias regalistas en materia diversa, más allá de la ﬁscal.14 Un terreno en el que las Cortes de Castilla, en las que estaban representadas 21 ciudades, habían perdido todo protagonismo. Pero, además, un decreto real de 1694 estableció que la Diputación del Reino quedaba absorbida por la Comisión de Millones, desmantelando la base sobre la que se había articulado la representación del reino, hecho que a juicio de José I. Fortea permite hablar del ﬁn de las Cortes de Castilla.15 Aunque Beatriz Cárceles de Gea, abundando en el tema, considera que a pesar de que la Comisión de Millones se hubiera unido al Consejo de Hacienda, que se hubiera reformado la Diputación o que las Cortes hubieran dejado de convocarse, ello «no signiﬁcó el desmantelamiento del trasfondo jurídico-político de un orden ﬁscal, que había enraizado e interiorizado, hasta el punto de ser su más poderoso valedor, aquellos mecanismos a través de los cuales se gobernaba en Castilla, en nombre del rey, mediante el ejercicio de la jurisdicción real ordinaria». Es decir, que mediante la alianza entre jurisdicción ordinaria —representada por el corregidor— y poder local, administrador del servicio de Millones, las ciudades se convertían en verdaderos poderes territoriales.16 Pero sabemos que la creciente invasión de competencias por parte de la monarquía generó respuestas locales solicitando convocatorias de Cortes, como las protagonizadas por regidores cordobeses tanto en 1684, frente a las exigencias ﬁscales del rey que conculcaban los privilegios de la nobleza, como en 1697, para tratar de hacer frente «a las calamidades por la falta de moneda y injuria de los tiempos», petición que apoyó el cabildo de Córdoba supeditando la prórroga del servicio de millones a la convocatoria de Cortes.17 




			También cabe matizar el grado de representatividad social de los municipios castellanos. A riesgo de simpliﬁcar, a causa de la variedad del complejo mundo municipal en Castilla, podemos sostener que, a la llegada de Felipe V al trono, las vías de representación de los no privilegiados eran bastante limitadas, en relación con la Corona de Aragón, especialmente Cataluña, cuyo régimen municipal, consular, presenta aﬁnidades notorias con las ciudades italianas.18 En el régimen municipal castellano, donde la nobleza de segundo grado solía ejercer el poder junto con las oligarquías urbanas, tenía presencia un delegado real, el corregidor, que controlaba la institución. Además, los regidores perpetuos incrementaban su presencia mediante el pago de un servicio pecuniario al monarca. El resultado de esta política, según José Manuel González Beltrán fue «la patrimonialización de las regidurías en un grupo reducido de familias nobles en cada localidad, favoreciendo el inmovilismo social y político». Este fenómeno también afectó a los cargos concejiles, los jurados.19 




			Recordar la existencia de esa doble realidad, con sus prácticas políticas diferentes y con su particular forma de entender la política, más republicana en la Corona de Aragón, no es una cuestión baladí a la hora de comprender los proyectos políticos que se enfrentaron en la Guerra de Sucesión, como podremos constatar. Como tampoco hay que perder de vista que, a ﬁnales del siglo XVII, las viejas monarquías compuestas europeas sufrían el envite de los nacientes estados. Dichas monarquías solían estar formadas por diversas unidades políticas en pie de igualdad teórica aunque con desigual inﬂuencia tanto demográﬁca como económica. En efecto, las tendencias uniformizadoras de los monarcas, acuciadas por las urgencias ﬁscales  y  ﬁnancieras para hacer frente a los gastos militares —una cuestión espléndidamente explicada por Antonio M. Bernal para el caso del imperio español—20 avanzaban de forma imparable: si en la Europa de 1500 existían unas 500 unidades políticas, en 1900 se habían reducido a 25.21 En esta tendencia, la fecha de 1707 resulta crucial, marcada por los procesos de conquista y de unión territorial que dieron como resultado una recomposición política general.22 




			Sin duda alguna, el principal motivo de fricción entre la monarquía y los territorios de la Corona de Aragón fue el de la contribución a la Hacienda Real. Al cabo de una próspera primera mitad de siglo XVI, la presión como consecuencia de las cargas del imperio fue in crescendo en la década de 1590: para entonces, el imperio era, a todas luces, un parásito de Castilla; a partir de aquel momento se multiplicaron las voces que reclamaban la correspondencia en las cargas imperiales de los territorios no castellanos. Es de sobras conocido el proyecto de la Unión de Armas de Olivares (1625), aunque sigue abierto el debate sobre la naturaleza exacta de la comunidad política que pretendía fomentar. Pero qué duda cabe de que el conde-duque intentó hacer de las Cortes un cuerpo más manejable y obediente, al estilo de los Estados Provinciales y los Parlamentos franceses. En este sentido, Eva Serra ha argumentado que se produjo una desnaturalización del modelo parlamentario en Aragón y Valencia entre 1592 y 1645.23 Es decir, en buena medida Olivares logró su objetivo en ambos reinos, donde obtuvo colaboración económica al margen de la convocatoria de Cortes, pero no en Cataluña, donde el conﬂicto de 1640 tuvo su origen en este intento fallido. Así, Aragón y Valencia celebraron Cortes en 1645-1646 para colaborar con el rey en la tarea de recuperar el territorio catalán. En el caso de Valencia, fueron las últimas Cortes: una Junta de Servicios y una Junta de Contrafueros asumieron, a partir de entonces, dos de sus funciones básicas. 




			En este punto, es preciso referirse al controvertido tema de la contribución ﬁscal de la Corona de Aragón a la monarquía. En ocasiones, los historiadores han aludido, de forma harto simplista, a la confrontación entre «foralismo retrógrado y centralismo progresista» o al «ensimismamiento» y al «provincialismo» de dichos territorios, que motivó su insolidaridad ﬁscal ante el proyecto imperial. Pero se elude, a menudo, que tal actuación respondía al objetivo de preservar el sistema constitucional que protegía a sus habitantes de la exacción llevada a cabo por la monarquía. Es decir, se tiende a entender la defensa de lo propio, en una monarquía que era compuesta, como resistencia a la innovación, cuando la actitud defensiva respondía a una autoaﬁrmación de la realidad propia, tal y como ha explicado Jon Arrieta.24 No debemos olvidar que el freno y el control de los recursos hacendísticos de la monarquía favorecían al pueblo, máxime si tenemos en cuenta la prioridad del gasto militar en los presupuestos imperiales. Como bien ha subrayado Gregorio Colás, conviene recordar, contra posibles interpretaciones románticas, que este esfuerzo exigido durante el siglo XVI a los castellanos y en el siglo XVII a los territorios de la Corona de Aragón no revirtió sino negativamente sobre la economía española. Pierre Vilar dejó constancia de ello y Bartolomé Yun y Alberto Marcos,25 haciéndose eco de múltiples y fundamentales aportaciones, lo han corroborado fehacientemente. Resulta, pues, que el estado imperial, que aﬁrmaba la autoridad del príncipe y que se esforzaba por extenderla a la periferia, no parece que beneﬁciara ni a Castilla ni al pueblo castellano, mientras el denigrado pactismo de la Corona de Aragón protegía a sus habitantes del esquilmo de los Habsburgo.26 




			Por lo tanto, es obvio que entraron en colisión dos lógicas difícilmente compatibles: la imperial y aquella que emanaba del gobierno de «la tierra», que percibía las connotaciones negativas de la política imperial en la medida en que ésta endurecía las relaciones con Francia; como resultado Cataluña se convirtió en frontera militar por tierra y mar, amenazada al mismo tiempo por la piratería a causa de la alianza franco-otomana. Dicha política exigía una «ﬁscalidad no monetaria», una aportación indirecta no contabilizada a la hora de evaluar la contribución catalana al mantenimiento de la monarquía imperial. Lo cierto es que, a ﬁnales del siglo XVI, según Ricardo García Cárcel, «la periferia política empieza … a tomar conciencia de cierto secuestro de España por Castilla, que se traducirá en el deslizamiento de aquella España horizontal de la monarquía compuesta a una España monopolizada por Castilla».27 Y cabría matizar: a causa de una política imperial al servicio de los intereses dinásticos. 




			No faltaron proyectos para intentar resolver el problema de la contribución de los territorios de la Corona de Aragón a las arcas de la monarquía. En 1602 Gaspar Pons, miembro del Consejo Real de ﬁnanzas, propuso la creación de una Junta General o Consejo Supremo, formada por representantes de todos los territorios de la monarquía, para solventar la acuciante situación ﬁnanciera. Y en 1640, Diego Saavedra Fajardo formuló una idea similar mediante un «Consejo General o Cortes», idea que retomó, un siglo más tarde, el austracista Juan Amor de Soria en la Enfermedad Crónica y peligrosa de los reinos de España y de Indias, escrita en el exilio vienés en 1741. En esta obra, Amor de Soria pretendía poner ﬁn a los agravios y desconﬁanzas entre los países de una Corona de Aragón apartada de las ventajas de la corte pero libre de cargas ﬁscales permanentes, y una Corona de Castilla, que gozaba de los beneﬁcios de la corte pero que se hallaba abrumada por el peso de la ﬁscalidad de la monarquía. 




			Gracias a las aportaciones de Bernat Hernández28 sobre el ﬁscalismo y las ﬁnanzas en la Cataluña moderna, hoy sabemos que las graves limitaciones de la Tesorería General y el fracaso de la Hacienda Real para consolidar un sistema ﬁscal y ﬁnanciero propio, incompatible con el sistema constitucional, fueron compensadas, en parte, mediante diversos mecanismos, como la concesión irregular de donativos al rey o la subvención de las actividades militares y de abastecimiento de fortiﬁcaciones fronterizas y de galeras. Una actividad que, contemplada como fuente de inversión rentable, resultó muy lucrativa para diversos sectores del mundo económico catalán, hecho que constituyó un éxito en la implantación social de la monarquía, sin precedentes en otros ámbitos. Así pues, Cataluña no se mantuvo al margen de las dinámicas generales de la Hacienda imperial sino que, durante el siglo XVI, realizó una particular contribución mediante la deuda pública gestionada por la Diputació del General. A ello hay que añadir los cupos del subsidio y del excusado, cuyo montante pudo constituir la columna vertebral de las aportaciones catalanas a los gastos de la política imperial en la frontera del Rosselló. Además de diversos préstamos sin interés, a partir de ﬁnales de aquel siglo, también cabe señalar la renuncia de la Diputació a cobrar el derecho del general sobre las fabulosas cantidades de metal precioso que la monarquía envió hacia Europa por tierras catalanas durante el período entre 1550 y 1650. Ya en el reinado de Felipe IV, a partir de 1626, frustrada la conclusión de Cortes, Cataluña se volcó en las contribuciones extraordinarias, lo que dio lugar a una escalada de la presión ﬁscal sin precedentes que culminó en la segunda mitad del siglo XVII.  




			Se trata de matices, por tanto, esclarecedores. Como también resulta imprescindible recordar, junto con Antonio M. Bernal, que a la hora de hacer balance sobre la política imperial se ha tendido a minimizar los costes de la guerra, cuando lo cierto es que, entre 1621 y 1640, se destinó un 87,5 % del presupuesto de la monarquía a gastos militares. Respecto a los costes y beneﬁcios del imperio, considera que  




			



			 




			los factores puestos en juego por la Corona como fuerzas uniﬁcadoras del mismo resultaron insuﬁcientes, en parte por el sesgo introducido por el exclusivismo colonial a favor del reino castellano y por tomar a ese poderosísimo conjunto que era Castilla con sus Indias como eje vertebrador dominante en la forja del estado nacional. Como en el imperio, en la construcción nacional sobró subordinación y faltó negociación, que hubiera cimentado sobre bases inamovibles los principios de lealtad institucional al proyecto común llamado España.  




			



			 




			Bernal concluye su balance en estos términos: «sin duda, para la economía real hubo beneﬁcios, pero ni fueron generalizados ni todos los miembros de la monarquía estuvieron invitados al banquete colonial, ni cuando lo hicieron se sentaron en igualdad de condiciones al festín». A la postre, España, al cabo de tres siglos, sin llegar a culminar un estado unitario, resultó ser rehén de su propio imperio.29 




			Por otra parte, debemos señalar que, no por casualidad, a partir del momento crítico de 1640 (Guerra de los Segadores) surgió entre los juristas de la Corona de Aragón una corriente encabezada por Llorenç Mateu —autor del Tratado de la celebración de Cortes Generales del reino de Valencia, 1677— que, si bien suscribía la teoría del pactismo, subrayaba al mismo tiempo el «principio innegable» de que «la fuerza de la ley nacía de la autoridad real, la cual se fundamentaba en el decreto y no en la súplica». Es decir, el soberano no estaba obligado a garantizar ninguna petición, pero disponía de la prerrogativa de satisfacer lo que considerase justo. Mateu fue muy explícito al respecto y por ello constituye el representante más conspicuo de la corriente de pensamiento que, en la difícil coyuntura de la posguerra, defendió los intereses realistas sin renegar del pactismo. Dicho de otra manera, intentó buscar el difícil equilibrio entre los dos extremos —absolutismo y constitucionalismo— después de la ruptura entre Cataluña y la monarquía, como lo harían Crespí de Valldaura y Rafael Vilosa. Este último, regente de la Corona de Aragón, defendió un realismo moderado, mediante la ﬁgura de un rey dotado de una autoridad que no debía verse reducida por el hecho de limitar su libertad al respetar la de los súbditos. Según Jon Arrieta, «se propugna la ﬁ gura de un rey autocontrolado, que puede pero no quiere, y que acepta voluntariamente determinados límites».30 Es evidente, pues, que tomó cuerpo un discurso realista o regalista en la Cataluña de los últimos Austrias, término que no debemos confundir con el de absolutismo, ya que se trata de una corriente de constitucionalismo realista entre los juristas, similar a la que existió en Inglaterra a mediados del siglo XVII. En Aragón, el neotacitismo realista aún fue más perceptible, como ha señalado Xavier Gil.31 Y no deja de ser signiﬁcativo que una generación posterior de juristas catalanes que vivió la Guerra de Sucesión —los Calderó, Amigant, Solanes, Grases y Gralla y Aguirre— diera por válidas las propuestas formuladas desde esta perspectiva de síntesis o conciliación.32 




			Más allá de las reﬂexiones de reputados juristas debemos preguntarnos cuál fue la dinámica de la relación política entre Cataluña y la monarquía a partir de 1652, cuando Felipe IV recuperó Barcelona y la Junta de Brazos le dio, de nuevo, la obediencia. No sucedió como en Messina después de la revuelta de 1674, cuando, en virtud del derecho de conquista, Carlos II impuso en la Sicilia oriental una nueva planta suprimiendo las libertades de las repúblicas urbanas.33 Se inició entonces la etapa que ha sido caliﬁcada de «neoforalismo», un concepto harto discutido,34 que respondería a una política pragmática en la que el pactismo fue preservado —aunque con limitaciones evidentes—, si bien transcurrió bajo el signo de una tensión latente, acrecentada por las guerras con Francia. En efecto, acabada la guerra, la monarquía controló sistemáticamente los nombres de las personas que podían ser elegidas en la Diputació y en el Consell de Cent (mediante la insaculación), con el objeto de garantizar su ﬁdelidad. Otra novedad relevante fue la ampliación por parte de la monarquía del espacio ﬁscal propio. La Capitanía General se apropió de la «Nova ampra» (impuesto especial que la Generalitat había creado sobre el consumo de lujo y el ocio para hacer frente a los gastos de la guerra), además de la percepción de los derechos de capitanía (10 % sobre diversas mercancías) y de la implantación de donativos en forma de alojamientos, reclutamientos o impuestos. La nueva coyuntura se saldó con un notable incremento del peso de la Hacienda Real, coincidiendo con la quiebra de las ﬁnanzas públicas catalanas a consecuencia de la deuda contraída durante la Guerra de los Segadores, situación que se agravó por un galopante fraude ﬁscal a la Generalitat propiciado por la Capitanía.35 Todo ello viene a conﬁrmar que la contribución de los territorios de Cataluña a las arcas reales durante la segunda mitad del siglo XVII es indiscutible.  




			La tensión reapareció en Cataluña a causa de la importante revuelta de los Barretines (1687-1689) y de la Guerra de los Nueve Años contra Francia (1689-1697), período en el que se alojaron en el principado entre 10.000 y 20.000 hombres, según el momento, en cuyo transcurso se creó la Conferencia de los Comunes, un organismo consultivo que reunía a representantes del Brazo militar, de la Diputació y del Consell de Cent barcelonés para tomar decisiones conjuntamente. Un alarmado virrey Villahermosa escribía al rey en 1690:  




			



			 




			estos consistorios juntos se abrogan tal autoridad que presumen tenerla sobre los lugartenientes generales persuadiéndoles que su conservación pende del arbitrio de ello, hasta juzgar que las operaciones políticas y militares las ejecuta el virrey conformándolas con sus ideas y me persuado que este modo de aunarse estos consistorios irá insensiblemente echando tales raíces que se le formará a V. Mgd. en Cataluña un tribunal que no reconozca superior.36 




			



			 




			Al cabo de cuatro décadas de la conclusión de la guerra de 1640 y de la experiencia republicana bajo la tutela del rey de Francia, rebrotaba el recelo por ambas partes. El escrito anónimo Luz de la verdad, publicado hacia 1698, constituye un panegírico de la ﬁdelidad de los catalanes al príncipe, partiendo del supuesto del pactismo, que rechaza la acusación de rebeldía vertida contra los catalanes con motivo de la revuelta de los Barretines. El argumento central se basa en la idea contractual que regula la relación entre el rey y los súbditos:  




			



			 




			De dos maneras se puede poseer el reino: o absolutamente o condicionalmente. Absolutamente, como cuando él con sus armas y dinero gana alguna provincia … Condicionalmente, cuando los que lo poseen lo eligen con algunas condiciones de que les ha de guardar sus fueros. Que entonces es contrato, y está obligado a ello, y no puede hacer ni deshacer sin su consentimiento, y en caso que lo haga pierde, pierde el derecho al reino. 




			



			 




			El texto plantea cuestiones capitales para entender las difíciles relaciones entre Cataluña y la monarquía a ﬁnales del siglo XVII. Quizá la más relevante sea el estado de indefensión en que se encontraba el país frente a las constantes ocupaciones francesas, chocante en tanto en que los catalanes mantenían a un numeroso ejército y sufrían la onerosa carga de los alojamientos de las tropas reales y unas contribuciones de guerra que les exasperaban. Así pues, denunciaba la inoperancia del ejército y la malversación de recursos por parte de los oﬁciales y de algunos ministros reales, sumada a la irresponsabilidad de éstos. También resulta llamativo el rechazo al sistema de reparto de las contribuciones del que se libraban los ricos, comprando privilegios de militar, y los eclesiásticos, con lo que «daba el peso todo sobre los hombros ﬂacos de los pobres». 37 




			Pero otro texto, manuscrito, esgrime argumentos completamente contrarios. Sus supuestos son inequívocamente regalianos, cuando no absolutistas, aunque para fundamentarlos el autor no precisa recurrir a Hobbes o a Bodin, sino a las autoridades romanas, a las eclesiásticas, a las Constituciones y a los juristas catalanes. En plena revuelta de los Barretines (1688) y partiendo de la idea de que Cataluña se hallaba enferma, el texto invoca la soberanía del monarca mediante expresiones como las que siguen: «el príncipe no debe permitir que sus vasallos le den leyes»; «querer dar cumplimiento a una ley imaginaria rompiendo muchas de verdaderas sobre ser soberbia, pasa a ser sola temeridad». Además, recuerda la obligación de los catalanes de servir al rey en tiempo de guerra, apela a las Constituciones para justiﬁcarla, y se reﬁere a los virreyes como «presidentes de las provincias».  




			Y evoca el desenlace de la Guerra de los Segadores para justiﬁcar el despliegue de la soberanía real sin cortapisas:  




			



			 




			Acuérdate que cuando se rindió Barcelona te sometiste a la clemencia y piedad de nuestro Rey y señor, y que por esta sumisión renunciaste a tus privilegios … aunque la benignidad de nuestro Rey y señor te hizo gracia de volverte muchos de los privilegios que perdisteis no gozas éstos por virtud de tus Constituciones, sí sólo por la gracia que su Mgd. te hizo.  




			



			 




			Diversas aﬁrmaciones abundan en esta idea: «las resoluciones del poder absoluto no se dejan sujetar así como quiere el juicio de la razón y el discurso humano»; «el gusto del Príncipe tiene fuerza de ley»; «es permitido al príncipe apartarse del contrato que ha hecho con sus vasallos, siempre que tuviese justa causa». Entre los reproches a los rebeldes no faltan las referencias a las revueltas de Nápoles (1647) y de Messina (1674). Finalmente, cerrando ﬁlas junto a los privilegiados, el autor arguye:  




			



			 




			dicen tus Constituciones que cada uno debe estar contento en el estado que Dios les ha puesto. Y si bien lo consideras nadie ha tributado hasta hoy más para los alojamientos que los eclesiásticos y militares.  




			



			 




			Todo ello le permite concluir que «el que resiste a la voluntad de su Príncipe, aunque el mandato sea contra el derecho (como no sea contra la ley de Dios) por menospreciador de la autoridad, debe ser castigado». Por lo tanto, la obediencia ciega de los súbditos a los dictados del monarca por encima de las leyes, especialmente en materia de alojamientos y contribuciones, queda fuera de discusión. El dictamen no deja lugar a dudas:  




			



			 




			Si la constancia merece alabanza en un Príncipe, es también necesario que una Provincia o ciudad no quiera tener parte en el gobierno y negocios de aquél. No debe entrometerse en otro que obedecer y dejar todo el cuidado al Príncipe, que es como una centinela para los suyos.38 




			



			 




			Queda claro que se trata de dos lecturas políticas contrapuestas que anticipan uno de los elementos centrales que se debatirá en la contienda sucesoria del nuevo siglo. 




			



	    


	 	

	    

            



			 




			Capítulo 3 




			



			 




			LA CRISIS SUCESORIA 




			A LA CORONA HISPÁNICA 




			



			 




			LOS TRATADOS DE PARTICIÓN DE LOS TERRITORIOS DE LA MONARQUÍA 




			



			 




			La muerte de Carlos II desencadenó una guerra internacional en la que las potencias europeas se disputaron el control del comercio colonial y la hegemonía continental. En los años previos, aquellas potencias, conscientes de la precariedad de la salud del rey de España y de la probabilidad de que no dejara sucesor al trono, movilizaron a sus diplomáticos para sacar partido de aquella situación inestable y entronizar a su candidato. Lo que realmente se debatía era la redeﬁnición del equilibrio político europeo ante la crisis evidente del imperio hispánico, a la par que el control del comercio americano y del mercado hispánico. Por esta razón, décadas antes del inicio del conﬂicto, en 1668, Austria y Francia habían previsto en el tratado de Grémonville un posible reparto de las posesiones de la monarquía si Carlos II moría sin descendencia. Los reinos de España (con las excepciones que a continuación se detallarán), las Indias y el ducado de Milán, Cerdeña, Canarias y las Baleares quedarían bajo el dominio del emperador, mientras que los Países Bajos españoles, el Franco Condado, las Filipinas, el reino de Navarra, Roses, los presidios coloniales al norte de África y los reinos de Nápoles y de Sicilia pasarían a Francia. Pero en realidad, como señaló Henry Kamen, Luis XIV, a pesar de que en 1660 su esposa María Teresa renunció en nombre propio y de sus sucesores a los derechos a la corona hispánica, no se tomó nunca en serio la renuncia.1 




			La avidez de las potencias, traducida en presiones diplomáticas, dio lugar a nuevos tratados de partición, en los que Luis XIV hizo gala de su ambición territorial a la vez que de una gran habilidad. El primer tratado, ﬁrmado tras la paz de Rijswijk (1697), fue fruto del acercamiento del emperador a Inglaterra y las Provincias Unidas. Ciertamente, como ha señalado Jean Bérenger, Leopoldo I se hallaba en mejores condiciones para negociar que treinta años antes: había reconquistado Hungría y Transilvania y forjado un potente ejército formado por 100.000 hombres. La paz de Karlowitz sellada con el Imperio otomano en 1699 conﬁrmaba su pujanza.2 En el tratado, en el que ingleses y franceses apostaron por los derechos del príncipe elector de Baviera a la sucesión de España en perjuicio del archiduque Carlos de Austria, se plasmaba el siguiente acuerdo: el príncipe elector de Baviera, José Fernando —elegido como sucesor por Carlos II dos años antes— recibiría España, las Indias y los Países Bajos hispánicos. El archiduque Carlos recibiría Milán. Al Delfín, hijo de Luis XIV, se le asignaban Nápoles, Sicilia y Guipúzcoa, los presidios de Toscana y Finale como compensación por su renuncia a la corona hispánica. Las demandas inglesas —algunas plazas comerciales como Cádiz, Sevilla, Menorca, y otras en las Antillas y al norte de África— no fueron tomadas en consideración. Pero el acuerdo resultó efímero porque en febrero de 1699 moría el príncipe de Baviera. De nuevo, todas las posibilidades estaban abiertas.  




			El nuevo tratado de marzo de 1700 entre Francia, Holanda e Inglaterra, no aprobado por la corte hispánica ni por el emperador Leopoldo, atribuía a Francia los reinos de Nápoles y Sicilia, Toscana, Finale, Guipúzcoa y contemplaba la posibilidad de permutar Sicilia por Saboya. También le otorgaba Lorena y compensaba al duque de Lorena con el Milanesado. El archiduque Carlos obtenía España y las Indias a condición de que renunciara a las concesiones hechas al hijo de Luis XIV. Fue tanta la renuencia del emperador a aceptar este tratado que llegó al extremo de proponer la cesión de México y Perú a Francia con tal de mantener las posesiones italianas.3 Luis XIV podía escribir que había acordado secretamente un tratado con Inglaterra y con las Provincias Unidas, aunque Torcy, recitando a La Fontaine, aﬁrmó que «no hay que vender la piel del oso sin haberlo cazado». Al cabo de un mes, volvía sobre el tema y certiﬁcaba que «los ingleses y los holandeses se han puesto de acuerdo para vender la piel del oso».4 De todos modos, las potencias europeas eran conscientes de la diﬁcultad de que el tratado se llevara a la práctica, tanto por la lógica oposición que despertaba en la corte hispánica como por el hecho de que, ante las expectativas que generaba la previsiblemente cercana muerte de Carlos II, ninguna de ellas renunciaba a objetivos aún más ambiciosos que los pactados. 




			Quedaba por ver cuál sería la reacción de la corte hispánica a la muerte de Carlos II, no solamente en relación al candidato que propusiera el rey sino también respecto a la fragmentación de los territorios de la monarquía fraguada en el último tratado de repartición, rechazada de plano por el emergente «partido nacional castellano»,5 encabezado por el cardenal Portocarrero. Sabemos que a ﬁnales del siglo XVII, según Juan Luis Castellano, existía una amplia corriente de opinión favorable a la convocatoria de Cortes, compartida por algunos miembros del Consejo de Castilla que defendieron en 1694 «la reunión de las Cortes como único remedio de salvar la monarquía». En este sector se incluían la reina, el embajador imperial Aloisio de Harrach y los consejeros de Estado Monterrey, Fuensalida y Aguilar, entre otros. Frente a esta opción constitucionalista se hallaban los que argumentaban que el rey debía resolver la cuestión directamente y testar motu proprio, argumentando un poder absoluto extraordinario del monarca.6 




			Así estaban las cosas, la incertidumbre era inmensa y la actividad de los diplomáticos, frenética. Entre los historiadores hay consenso en señalar que el embajador francés, el marqués de Harcourt, ganó la batalla diplomática al imperial Harrach. Su eﬁciente gestión respondía a una política de largo recorrido elaborada por Luis XIV que tenía por objetivo entronizar a un Borbón en España. Y ello a pesar del pésimo bagaje de las cuatro guerras que Francia mantuvo con España, entre 1660 y 1700.7 




			En efecto, Ana Álvarez ha dejado constancia de la existencia de un notable activismo francés, mediante un programa bien calculado, en el que los embajadores y enviados jugaron un papel decisivo, así como los panﬂetos y grabados, sin excluir el soborno entre los grandes de España, cuyo principal artíﬁce fue Jean-Baptiste Colbert, marqués de Torcy.8 Se trataba, en buena medida, de calar un discurso que pusiera el acento en la decadencia de España, fruto de la política de los Austrias, contraponiéndola a una Francia próspera, emergente y presuntamente salvadora. Un discurso que llegaba al extremo de extranjerizar a los Austrias en España, alimentando la germanofobia, y responsabilizándolos de los males de la monarquía católica. Es decir, la ambición de dicha dinastía había arruinado la antigua alianza entre España y Francia, poniendo en peligro la paz europea, la prosperidad de ambas monarquías y la religión.9 El éxito del discurso de la conjunción franco-española se vio facilitado porque entre 1660 y 1700 la corona francesa integró en su programa político y simbólico ciertos elementos hispanos, como ha demostrado Jean-Frédéric Schaub.10 El trasvase de la mitología y la simbología imperial hacia la casa de Borbón culminó en la ﬁgura de Luis XIV, que reunía en su persona muchos de los elementos que habían conformado a Carlos V como monarca universal.11 El «modelo» Luis XIV aunaba las virtudes de ser rey «cristianísimo» y supuesto gobernante eﬁcaz, siguiendo los parámetros del tacitismo. A partir de estos cimientos se «fabricó» el candidato a la corona hispánica, el cual debía responder a dos grandes objetivos: acabar con la aversión que separaba a españoles y franceses y unir ambas monarquías en beneﬁcio mutuo.12 




			Felipe V fue presentado por Luis XIV como el gobernante que «se dedicaría antes que nada a hacer feliz a su pueblo y a devolver el brillo a la monarquía». La diplomacia y la propaganda oﬁcial francesa construyeron la imagen de un príncipe ideal, capaz de asumir las obligaciones que los Habsburgo habían descuidado13. De este modo la cortesana duquesa de Orléans relataba con toda propiedad en una carta dirigida a la duquesa de Hannover, «cómo se ha hecho al rey de España».14 Por su parte, Luis XIV, a quien no gustaba dejar cabos sueltos, indicaba a Harcourt la estrategia que debía seguir y los argumentos que debería esgrimir ante una futura Junta de regencia y ante las Cortes reunidas para que eligieran a uno de sus nietos: 




			



			 




			que España sería gobernada por un rey independiente, que la Cristiandad saldría ganando, que no tomaría la corona de España si no se la pedían sus pueblos, que España no sería nunca una provincia de Francia pero que ambas permanecerían unidas para siempre, que la buena relación hispano-francesa se había roto por la ambición de la casa de Austria, y que la elección del hijo del emperador signiﬁcaría la guerra.  




			



			 




			Y para llegar hasta donde los argumentos no bastaban, le recomendaba usar el soborno en dinero y en promesas de cargos y prebendas.15 




			A la muerte de Carlos II, el 1 de noviembre de 1700, una de las grandes incógnitas que había planeado durante los últimos años de su reinado ya se había despejado. El 7 de noviembre, Luis XIV conﬁrmaba que el rey de España había dejado un testamento que beneﬁciaba totalmente a Francia, aunque desconocía si el heredero sería el duque de Anjou o el duque de Berry. El 9 le llegaba la noticia y el 16 recibía al embajador de España, el marqués de Castelldosrius.16 




			



			 




			EL TESTAMENTO DE CARLOS II: EL CAMBIO DINÁSTICO Y LA «VÍA PORTOCARRERO» 




			



			 




			Un mes antes de su muerte, el 2 de octubre, el moribundo Carlos II, desmedrado, epiléptico y sin descendencia, redactó un testamento por el que dejaba la monarquía a Felipe de Anjou, nieto de Luis XIV. A juicio de Bérenger, el testamento «arruinaba los principios establecidos en 1555: por consideración al sentimiento nacional castellano privaba a los Habsburgo de su patrimonio español y separaba deﬁnitivamente España de Alemania ofreciendo a la rama de los Habsburgo una vocación nueva, la de gran potencia continental».17 En su materialización, además de la presión ejercida por Luis XIV, hay que destacar que el candidato francés contó con la simpatía y el apoyo decisivo de numerosos cortesanos. En cuanto a su contenido, al margen de las múltiples referencias religiosas y manifestaciones piadosas que jalonan el documento, quisiera destacar algunos puntos signiﬁcativos que reﬂejan la voluntad de Carlos II de asegurar la conservación de la vieja planta política de la monarquía frente a previsibles mutaciones que pudieran acontecer, de la mano de Felipe V. Así, recomienda al sucesor que además de ser un buen príncipe católico, obediente al Papa, que gobierne «más las cosas por consideraciones de religión que no por respeto de estado político». También pone énfasis en que «se mantenga siempre desunida esta monarquía de la corona de Francia». Recuerda, por otra parte, que una vez reconocido el nuevo rey, «se le dé luego y sin la menor dilación, la posesión actual, precediendo el juramento que debe hacer de observar las leyes, fueros y costumbres de dichos mis reinos y señoríos». Aún más, el texto incluye nueve referencias directas al respeto de las «leyes, fueros, constituciones y costumbres». En otro aspecto el testamento también es explícito: «Los tribunales que yo dejo en mis reinos se conservarán indefectiblemente en la misma forma que hoy tienen sus manejos». A tal objeto manda conservar aquella planta de gobierno: «encargo a mis sucesores la mantengan con los mismos tribunales y forma de gobierno y muy especialmente guarden las leyes y fueros de mis reinos, en que todo su gobierno se administre por naturales de ellos, sin dispensar en esto por ninguna causa; pues además del derecho que para esto tienen los mismos reinos, se han hallado sumos inconvenientes en lo contrario».18 Ciertamente, no era un cheque en blanco al nuevo monarca, en el que la mano de Portocarrero se hacía evidente, tal como ha observado Pablo Fernández Albaladejo.19 Pero Felipe V hizo caso omiso de sus cláusulas más relevantes. 




			En lo que atañe a los derechos a la corona de los dos pretendientes, tanto Luis XIV como el emperador Leopoldo I tenían un parentesco similar con Carlos II, lo que les concedía a ambos posibilidades de entronizar en España a un pariente suyo. Las madres de ambos eran infantas españolas hijas de Felipe III y, por tanto, eran primos carnales de Carlos II. Los dos, además, se habían casado con infantas españolas hijas de Felipe IV. En principio, la Casa de Borbón tenía un derecho preferente, aduce Luis Ribot, puesto que tanto la madre como la esposa de Luis XIV, Ana y María Teresa de Austria, eran mayores que sus respectivas hermanas María y Margarita, madre y esposa del emperador Leopoldo. Sin embargo, las dos reinas de Francia habían renunciado a sus derechos sucesorios a la Corona de España, por ellas y por sus descendientes; aunque también es cierto que la compensación por la renuncia de María Teresa, una dote de 500.000 escudos de oro, nunca se pagó, lo que podía esgrimirse para invalidar jurídicamente la renuncia. Por otra parte, los hijos de Leopoldo I tenían un parentesco con Carlos II menor que el del Gran Delfín, hijo de Luis XIV, ya que la madre de ellos no era española, sino la alemana Leonor de Neoburgo. En términos legales, por tanto, la cuestión era enrevesada, ya que ambas familias podían reclamar derechos a la corona. En términos prácticos, la mayor colaboración política y familiar con la Casa de Austria era una realidad indiscutible, frente al enfrentamiento constante con Francia, especialmente en la segunda mitad del siglo XVII.20 




			Ciertamente, el proceso que condujo a la ﬁrma del testamento favorable a la Casa de Anjou resultó harto complejo, fruto de la intervención de diversas variables. En primer lugar, no hay que perder de vista la crisis ﬁnanciera en la que se hallaba sumida la monarquía hispánica, y que obligó al Consejo de Hacienda a declararse en bancarrota en 1691 y en suspensión de pagos al año siguiente. También hay que tener en cuenta que, paralelamente, se organizó un partido austríaco, formado por adeptos a la reina Mariana de Neoburgo, hermana de la emperatriz. Este partido estaba integrado por los duques de Infantado, Pastrana, Montalto y Balbases, el marqués de Villafranca, los condes de Aguilar, Mancera, Oropesa, Fuensalida y Melgar (almirante de Castilla), y un grupo de «alemanes»: los hermanos Godofredo y Enrique Wisser, secretarios de la reina; el confesor, padre Rehim; el barón Lancier; la camarera mayor, condesa Berlepsch, y el príncipe de Darmstadt, entre otros. Un grupo que no dejó de pensar en realizar un golpe de Estado mediante la intervención militar del archiduque Carlos y del príncipe de Darmstadt. Al frente de este partido se situó el almirante de Castilla que, en 1695, había alcanzado la máxima cota de poder. Era teniente general de las Andalucías y posesiones de África; consejero de Estado, Caballerizo Mayor y asistente del rey, cargos que le situaban muy cerca del monarca.21 




			Este núcleo constituía, en puridad, el partido imperial. Pero la extraordinaria división entre ellos diﬁcultó la consecución de una política mínimamente eﬁcaz para lograr sus objetivos. El Almirante y Oropesa eran enemigos de Harrach, del príncipe de Darmstadt y del conde de Cifuentes, todos ellos destacados austracistas. Además, el marqués de Leganés orquestó una eﬁcaz campaña de descrédito contra Oropesa.22 Junto a él tomó cuerpo otro partido, mayoritario en el Consejo de Estado, que podemos caliﬁcar de «bavierista», partidario del príncipe elector de Baviera, José Fernando. Dicho grupo, que parecía contar con la simpatía de los ingleses y los holandeses, vio colmados sus objetivos en dos testamentos  ﬁrmados por Carlos II, el 13 de septiembre de 1696 y el 11 de noviembre de 1698; el primero en un momento de extrema gravedad del rey y el segundo después del tratado de reparto de los territorios de la monarquía. En cualquier caso, aquello que a juicio de Ribot caracteriza la última década del siglo XVII es la dispersión del gobierno, resultado de la incapacidad para crear una dirección efectiva, ya en manos de una persona o de un organismo colegiado como la Junta de Gobierno.23 




			La guerra con Francia (1688-1697) polarizó los dos grupos de poder y, en expresión del cronista Francesc de Castellví, dio alas al «partido bávaro», que supo capitalizar la paz con el rey de Francia ﬁrmada en Rijswijk, ante el descontento y la inquietud del partido alemán.24 En este contexto —especialmente en el momento de la ocupación de Barcelona en 1697 por el duque de Vendôme—, cobró fuerza un signiﬁcativo sentimiento antialemán en la corte de Madrid, a pesar de la antipatía y la desconﬁanza que suscitaban los franceses, tal como señalaban las instrucciones que recibió desde París el marqués de Harcourt.25 En efecto, el cese de las hostilidades, una vez constatada la supremacía militar francesa y la inoperancia del ejército hispánico, abría expectativas favorables a una sucesión francesa. Expectativas que supo acrecentar el embajador Harcourt —siguiendo las instrucciones de un sagaz Luis XIV— a partir de febrero de 1698 frente al ineﬁcaz embajador austríaco Aloisio de Harrach, cuyas relaciones con la reina, por si fuera poco, nunca fueron buenas.26 




			A ﬁnales de 1698, en este contexto de incertidumbre y mientras Carlos II era sometido a exorcismos para librarse de supuestos hechizos, se perﬁlaban las dos grandes opciones políticas: la «alemana», con la reina, Harrach, el almirante de Castilla, los condes de Oropesa y Aguilar, y la condesa viuda de Berlepsch; y el grupo opositor, compuesto por el cardenal Portocarrero, el marqués de Leganés, los condes de Monterrey, Benavente y San Esteban del Puerto, los duques de Escalona y de Montalto, y el marqués de Valero. Pero hay que precisar que más que las adscripciones a un partido u otro, aún poco consistentes, resultaron decisivas las aspiraciones personales que enfrentaban a diversos de los protagonistas, tal como certiﬁcaron los acontecimientos posteriores.27 




			La muerte de José Fernando de Baviera, a los siete años de edad, acaecida el 6 de febrero de 1699, alteró todos los pronósticos. Mientras las potencias se apresuraban a cerrar un nuevo tratado de reparto, el grupo opositor, dirigido por el antiguo gobernador Francisco Ronquillo y animado por una campaña de libelos y pasquines impulsada por Leganés, sacó provecho del malestar popular por la carestía y el hambre que halló expresión en el «motín de Oropesa» que tuvo lugar en Madrid el 28 de abril.28 Oropesa a la sazón era presidente del Consejo de Castilla y primer ministro. Durante el motín fueron asaltadas su casa y la del almirante. El primero, cabeza visible del partido «alemán», fue destituido y, poco después, tanto él como el almirante de Castilla, acabaron desterrados. Desde Andalucía, el Almirante escribía al duque de Medinaceli:  




			



			 




			Por acá todo son discursos o lamentos sobre la común ruina y viendo este tamaño mal aún es mucho mayor la infamia que la pérdida de todo y no se puede tener otra esperanza del remedio que la que pende únicamente de la providencia porque nuestros pasos son lentos o tan ningunos hacia las disposiciones necesarias que mirados desde este retiro y desde el mayor desengaño lastiman no poco.  




			



			 




			Después de asegurarle que apoyaría las medidas que adoptara, terminaba la carta con un «vencer o morir».29 María Luz González ha explicado que el Almirante, al ver fracasar sus planes respecto a la toma de Andalucía, decidió intervenir personalmente en el frente aliado y así se marchó hacia Portugal, utilizando el pretexto de partir como embajador en Francia, siguiendo las órdenes de Felipe V.30 La ﬁgura del Almirante le permite a esta historiadora, siguiendo los pasos de Arlette Jouanna, abordar los parámetros ideológicos de los «malcontentos», caracterizados por la defensa de su estatus nobiliario, pero también de la patria. Lejos de tratarse de una actitud reaccionaria, nos dice Jouanna, la oposición y la revuelta de los nobles debe inscribirse en el marco de un ideal político de soberanía compartida entre el rey, la nobleza y las asambleas representativas —las Cortes, Estados Generales o Parlamentos—, en el marco de una monarquía mixta. Así pues, la revuelta, violenta si es preciso, surge al fallar los mecanismos de expresión de la disidencia política.31 




			En aquel nuevo escenario y libre del almirante de Castilla, su principal oponente, el cardenal Luis Fernández de Portocarrero asumió un liderazgo indiscutible. Una vez esfumada la opción bávara y ante el nuevo tratado de partición ﬁrmado por las potencias, las escasas esperanzas que el grupo opositor mantenía hacia la opción imperial acabaron por desvanecerse. El cardenal reunió en su casa a los marqueses de Mancera, Fresno y Villafranca, y al conde de San Esteban del Puerto, consejeros de Estado, así como a Manuel Arias, todos favorables a la opción francesa. Así, pues, el Consejo de Estado, el 6 de junio de 1699, se declaró a favor de la sucesión de Felipe de Anjou, con la excepción de los condes de Fuensalida y Frigiliana. Este último, según el marqués de San Felipe, aﬁrmó que «lo que declararían en Castilla no lo aprobarían los reinos de Aragón, eternos émulos de la grandeza de aquélla, con lo que sería infalible la guerra civil», para acabar sentenciando ante los consejeros: «hoy destruisteis la monarquía».32 Al cabo de un mes, el Consejo insistía ante el rey, el cual realizó una consulta al papa Inocencio XI, sobre la sucesión. Portocarrero alegaba no encontrar 




			



			 




			otro medio que haberse de valer de aliado ﬁrme y poderoso … que el caso no pide restringirse a cariños ni a amores ni buenas voluntades, y así, queda uno de los segundos nietos del Rey de Francia … porque tratándose del bien de la patria y lo que le es conveniente es la ley que debe prevalecer.  




			



			 




			Más clara aún, si cabe, fue la intervención del marqués de Villafranca:  




			



			 




			Mirando a la razón de la manutención entera de esta Monarquía hay poco que dudar, o nada, en que sólo entrando en ella uno de los hijos del Delfín, segundo o tercero, se puede mantener.33 




			



			 




			Ahora bien, como señala Ribot, la opción posibilista que emprendió el Consejo de Estado no se hallaba exenta de un profundo sentimiento de enojo por la prepotencia de Luis XIV, y por la amenaza latente de sus tropas, que llevaron a Portocarrero a lamentarse amargamente que «siendo calamitoso el estado en que nos vemos porque, haciendo o no haciendo, está la guerra en casa».34 Un extremo que conﬁrma el conde de Robres: «le sugirió el cardenal Portocarrero [a Carlos II] graves escrúpulos si dejando sus dominios desarmados, sus erarios exhaustos, y demolidas las mejores fortalezas, persistía en no convenir con las pretensiones de la Francia que, armada en el confín, poderosamente amenazaba a sangre y fuego», sin que los socorros alemanes pudieran remediarlo.35 En deﬁnitiva, y a pesar de sus divergencias, el Almirante y Portocarrero eran herederos de una cultura jurídica común y de una determinada concepción de la política, un mismo estilo.36 




			No existía, para entonces, un «partido» francés. La opción francesa, concluye Ribot, fue «difícil y tal vez dolorosa, pero responsable e inevitable, aunque determinada también por el miedo».37 Ignacio M. Vicent coincide en que la consulta favorable del Consejo de Estado al duque de Anjou, era la única que podía forzar a las potencias marítimas a romper el compromiso con Francia, a la par que evitaba la conquista de una parte de la península por parte de los franceses. En puridad, «la elección del candidato francés era una necesidad impuesta por las circunstancias, que nadie quería, pero que todos comprendían … no se trataba de decidir sobre la sucesión, sino de contrarrestar un tratado de Repartición». Había que evitar a toda costa una invasión, imposible de contener militarmente, y conservar la propia constitución, fundada en la religión y la integridad territorial, puesto que evitando la conquista «Francia recibía un cuerpo completo, un mayorazgo que administrar, no un territorio que patrimonializar». Concluye Vicent: «por última vez, la Monarquía católica impuso su política y su interés a Europa, decidió cuando todos la consideraban incapaz de hacerlo. La razón católica funcionó, imponiéndose a la razón dinástica, de Estado y familia».38 A juicio de Pablo Fernández Albaladejo, «una patriótica razón de monarquía se alzaba así a las pretendidas prioridades del dinasticismo habsbúrgico».39 




			Mientras tanto, Carlos II, extremadamente débil y melancólico, se resistía a ﬁrmar el testamento a favor del nieto del rey de Francia, hijo segundo del Delfín. Así había descrito su estado y el ambiente de la corte, el inglés Stanhope:  




			



			 




			El nombre que los doctores dan a su enfermedad es el de alferezia  insensata, que en inglés signiﬁca epilepsia estúpida, y dicen que continúa en estado absolutamente deprimido e imbécil. Los consejeros de Estado y los grandes oﬁciales parecen padecer un letargo estúpido, aún mayor que el de su señor, sin resolver nada y con graves disensiones entre ellos. 




			



			 




			Al tiempo, se lamentaba de que un supuesto «partido francés» laboraba eﬁcazmente.40 Al cabo de vivas instancias de Portocarrero, Ubilla, Arias, Medina Sidonia y Ronquillo, el rey acabó ﬁrmando el testamento el 3 de octubre. Si hacemos caso al marqués de Langalerie, fueron él mismo, Harcourt y Portocarrero los artíﬁces de la retirada de la cláusula exclusiva de los Austrias del testamento. El caballero francés reﬁere: 




			



			 




			El padre de las Torres, confesor del difunto rey, ha revelado el secreto de que nos hemos servido para hacer ﬁrmar el testamento a favor de V.M. Este indiscreto confesor [propagó] que al morir le declaró en conﬁanza que le habían obligado a ﬁrmar un testamento en que no hubiera jamás consentido si hubiera seguido los justos movimientos de su conciencia. Estas voces se han esparcido, se ha formado un partido en que muchos grandes han entrado.  




			



			 




			Mientras esto sucedía Luis XIV dispuso un poderoso ejército en las fronteras de Cataluña para intimidar a «la nación española» y «disponerla con gusto o sin él a recibir un príncipe de Francia por rey», a la vez que para infundir respeto a las potencias que ﬁrmaron el reciente tratado de reparto.41 Carlos II, el 29 de aquel mes, nombró gobernador a Portocarrero y estableció una Junta de Gobierno. Poco después, el 1 de noviembre de 1700, moría el último de los Habsburgo hispánicos.  




			El acto de la lectura del testamento, por el que Felipe V (Felipe IV de Aragón y Cataluña) era nombrado sucesor, narrado por W. Coxe, es ilustrativo del estado de ánimo que imperaba entre los cortesanos: el duque de Abrantes debía proceder a la lectura ante la mirada atenta de los embajadores de Francia y de Austria:  




			



			 




			Avanzó aquél con la conﬁanza de quien espera oír una declaración en su favor, pero el español, lanzándole una mirada de total indiferencia, se aproximó a Harrach y le abrazó con un fervor que presagiaba los más agradables acontecimientos. Prolongando maliciosamente su saludo y volviéndole a abrazar, le dijo: «Sire, es un placer, es un gran honor para toda mi vida, Sire, despedirme de la ilustrísima Casa de Austria».42 




			



			 




			El marqués de San Felipe interpretó así las paradojas de la decisión: 




			



			 




			Esto ejecutó el rey libremente, no sin repugnancias de la voluntad, vencida de la razón; no le era de la mayor satisfacción, pero le pareció lo más justo, y rendido al dictamen de los que tenía por sabios e ingenuos, al amor de sus vasallos, a quienes creyendo dar una perpetua paz dejó una guerra cruel.43 




			



			 




			En la corte francesa el testamento provocó división de pareceres entre los que se inclinaban por mantener las disposiciones del tercer tratado de partición, como el secretario de Estado Torcy y el ministro Beauvillier, y los partidarios del acceso de Felipe de Anjou a la corona hispánica, como el ministro Ponchartrain o el Gran Delfín, padre de Felipe de Anjou.44 Un debate comprensible si tenemos en cuenta que aquella apuesta signiﬁcaba un cambio radical de la posición francesa mantenida hasta entonces, renunciando a cualquier compensación y apostando arriesgadamente por el todo. Luis XIV fue perfectamente consciente de los peligros que entrañaba dar apoyo al testamento de Carlos II en lugar de respetar el tratado de reparto de 1700. El conde de Tallard, embajador francés en Londres, relató de forma diáfana las dudas de Luis XIV:  




			



			 




			Me di cuenta de que en la corte había al mismo tiempo una cábala muy fuerte para empujar al rey a renunciar al tratado de reparto y a quedarse con el testamento. Había tantas cosas de sustancia a decir al respecto, que no hay que extrañarse de que su majestad no supiera qué hacer, y que la unión de toda la monarquía de España a la de Francia no fuera capaz de ilusionar … Se sentía contento por la reunión de las dos monarquías, pero preveía que ello podía conducir a una guerra que se había propuesto evitar … Tantas razones, secundadas por el Sr. marqués de Torcy, hicieron mella en el espíritu del rey, y a la mañana siguiente, habiendo dado cuenta de ello al consejo, se tomó la resolución de enviar un correo el Sr. conde de Briord, entonces embajador en Holanda, para ordenarle que declarara al Pensionado Hensius que su majestad se atenía al tratado de reparto y que podía advertir de ello al rey Guillermo. La cábala opuesta … formada por lo más considerable del Estado, y que se había ganado a monseñor el Delfín, aprovechó los siete u ocho días que tardaron en llegar los españoles que llevaron el testamento formal de parte de la Junta de España, para llevar otra vez al rey a su postura, y la respuesta que les dio fue que su majestad lo aceptaba.  




			



			 




			Tallard se mostró partidario de respetar el tratado de reparto y de rechazar el ofrecimiento de la corona española. Según su lúcido parecer, la decisión contraria reportaría inevitablemente una guerra en la que todos los príncipes se aliarían contra Francia y en la que España aportaría poca ayuda. Además, consideraba que a la postre no habría unión con España por la disparidad de intereses entre ambos países, con lo cual si Felipe V no se enfrentaba con Francia lo acabarían haciendo sus descendientes. Apuntaba, por último, que las ventajas que Francia podía obtener de la corona española no la compensarían suﬁcientemente.45 




			En España, la Junta debía ejercer las funciones de gobierno hasta la llegada del nuevo rey. Pero la tarea no resultó nada fácil. De entrada, Luis XIV pretendía que Felipe V tomara posesión del cetro inmediatamente. Las relaciones entre el Consejo de Estado y el rey de Francia empezaron con mal pie: éste se negó a recibir al embajador Castelldosrius que debía entregarle unas cartas, junto con el testamento, y se limitó a presentarle al duque de Anjou el 16 de noviembre. A pesar de que pocos días después Luis XIV reconoció el testamento y agradeció a Portocarrero su aplicación a favor de la causa de los Borbones, el rey no se pronunció sobre la convocatoria de Cortes en los reinos de España ni sobre el mantenimiento del sistema político-administrativo vigente, silencio que inquietó sobremanera a los miembros del Consejo de Estado.46 El marqués de Mancera se manifestó de forma inequívoca: la Junta debía gobernar en nombre de Carlos II y no depender de Luis XIV ni del gobierno de Francia. Contrariamente, el embajador francés exigía participar en el Consejo de Estado. El Consejo dejó claro al secretario de Estado Torcy que reconocería al nuevo rey una vez hubiera jurado las leyes, fueros y constituciones. Éste respondió que Luis XIV y Francia no aceptaban imposiciones, añadiendo que si España esperaba apoyo militar debía ofrecer a Francia la entrada en el comercio de Indias. Ya desde el primer momento, pues, según Antonio Ramón Peña, entraron en conﬂicto dos formas distintas de entender la gobernación: la de Portocarrero, que supo liderar una vía independiente, de continuidad dentro de la transición, mediante reformas paulatinas y manteniendo la estructura política básica del tiempo de los Austrias, pero sin contar con el emperador y la reina Mariana, cuyo prestigio estaba bajo mínimos en la corte; y la de Luis XIV y Felipe V, que apuntaban hacia un cambio radical. Como veremos, la tensión se prolongó hasta junio de 1703, momento en que Portocarrero abandonó el poder.47 




			Las reformas a las que podía aspirar Portocarrero darían continuidad a las que inició Carlos II, cuyo alcance permite matizar la visión negativa dominante sobre su reinado, como la reforma de la administración de las rentas provinciales y el encabezamiento general del reino (proyecto que ﬁnalmente fracasó), la mejora de la administración hacendística, la reducción de los gastos, la estabilización monetaria en Castilla, la creación de la Junta de Comercio y Moneda y el alivio de los pecheros.48 Esta última mejora merece ser destacada, como ha subrayado Ribot: 




			



			 




			El hecho de que la ﬁscalidad castellana no sólo no creciera —como había ocurrido en los reinados anteriores, a veces de forma exagerada— sino que se lograra reducir, convierte el reinado de Carlos II en un período singular, y nos hace pensar que la acción de gobierno de aquellos años no hubo de ser tan negativa como se ha considerado tradicionalmente. … Para los contribuyentes castellanos, fue probablemente el menos dramático —y por tanto el más positivo— de toda la dinastía de los Austrias.49 




			



			 




			Pudo contribuir a ello una coyuntura internacional más tranquila, pero también podríamos añadir la activa participación de los territorios de la Corona de Aragón en la contribución para la guerra. La revalorización de la ﬁgura del secretario del Despacho Universal, la creación del superintendente de Hacienda y la reorganización del Consejo de Hacienda favoreciendo la presencia de burócratas en detrimento de los hombres de negocios, constituyeron cambios institucionales novedosos en la estructura de la monarquía. Carmen Sanz ha puesto el énfasis en las reformas económicas y hacendísticas emprendidas por el duque de Medinaceli y el conde de Oropesa en la década de los años ochenta.50 Sostiene que «los aires reformistas» en materia ﬁscal tal vez no obedecían sólo a la voluntad de reducir la presión impositiva global sobre los súbditos castellanos, sino que pretendieran «escorar el sistema hacia ﬁ guras ﬁscales que la monarquía pudiera controlar más férreamente, prescindiendo lo más posible de las oligarquías urbanas y de sus concesiones como cuerpo político».51 Por otra parte, Christopher Storrs ha hecho hincapié en que, a la muerte de Carlos II, el imperio español tanto en Europa como en ultramar se mantenía casi intacto: las grandes pérdidas de Flandes y de los territorios italianos tuvieron lugar durante el reinado del primer Borbón. Y todo ello gracias a unas estructuras y a unas políticas orientadas a la defensa imperial y a la guerra que permitieron que España siguiera formando parte de las grandes potencias dotando al sistema político de cierta elasticidad, y que contribuyeron a limitar el poder de Luis XIV durante la guerra holandesa en los años setenta y en la Guerra de los Nueve Años. Entre los méritos del reinado apunta la mejora de las fuentes de ﬁnanciación, aparte de los desarrollos administrativos antes citados.52 




			Sin lugar a dudas, el cardenal Portocarrero, investido de una «agigantada autoridad» al decir del marqués de San Felipe,53 jugó un papel decisivo en la transición del cambio dinástico promoviendo una alternativa que, a todas luces, resultó inviable: entronizar a un Borbón —un monarca fuerte que mantuviera la unidad territorial de la monarquía, amenazada por los tratados internacionales de partición gestados entre 1698 y 1700 y que evitara la guerra— pero preservando la estructura política de los Austrias —el sistema polisinodial y las Cortes de los territorios de la monarquía—.54 Se trataba, a juicio de Luis Ribot, de una apuesta fundada tanto en el pragmatismo como en el patriotismo, a consecuencia de la indecisión exasperante de Carlos II, que se prolongó durante dos largos años, entre la muerte del elector de Baviera y el día en que ﬁrmó el testamento.55 




			Sea como fuere, no hay que perder de vista una cuestión esencial: al ﬁnal de la Guerra de Sucesión el objetivo del «partido nacional castellano» que prestó su apoyo al candidato francés, la conservación íntegra de los territorios de la monarquía —objetivo compartido también por el emperador aunque pretendía entronizar al archiduque Carlos—, acabó frustrándose. Los tratados de Utrecht se asemejaban extraordinariamente al reparto de territorios previsto en la alianza de La Haya,56 y daban respuesta, esencialmente, a las pretensiones británicas. Como también se frustró el intento de evitar una guerra previsiblemente larga y sangrienta. Podemos añadir, aún, que las condiciones del testamento, en lo que concierne al respeto de «leyes, fueros, constituciones y costumbres» y al mantenimiento de la estructura polisinodial, no fueron respetadas por Felipe V. 




			



			 




			LOS INTERESES ECONÓMICOS FRANCESES E INGLESES EN JUEGO 




			



			 




			Sin duda alguna, la querella dinástica encubría intereses vitales para las principales potencias. «Sed buen español, ése es ahora vuestro primer deber, pero acordaos de que vos habéis nacido francés para mantener la unión entre las dos naciones; éste es el medio de hacerlas dichosas y de conservar la paz de Europa», le dijo un complacido Luis XIV a su nieto el 16 de noviembre de 1700, el día de su presentación. Este comentario, junto al que realizó el marqués de Castelldosrius, embajador español en París, debieron de inquietar de forma especial a ingleses e imperiales: «Ya no hay Pirineos; dos naciones, que de tanto tiempo a esta parte han disputado la preferencia, no harán en adelante más de un solo pueblo».57 




			La respuesta por parte de las otras potencias que habían sellado el último tratado de reparto no se hizo esperar. No les faltó razón para argumentar que Luis XIV, de forma provocadora, había vulnerado los acuerdos del tratado de 1700; que, con la declaración formal de conservar el derecho de sucesión de Felipe V al trono de Francia (diciembre de 1700) y de abrir la puerta a una eventual unión de España y Francia, se violaba el testamento de Carlos II y amenazaba el equilibrio europeo. También adujeron que alteraba los acuerdos de paz de Rijswijk (1697) al haber ocupado, en nombre de Felipe V, las plazas de los Países Bajos reservadas a los holandeses, a modo de barrera militar entre éstos y Francia. Allí, el nuevo régimen angevino, de la mano del marqués de Bedmar y del conde de Bergeyck, suprimió los Consejos y emprendió reformas administrativas, además de incrementar las cargas ﬁscales.58 Finalmente denunciaron que Luis XIV hubiera reconocido al pretendiente Jacobo III Estuardo como rey de Inglaterra en perjuicio del Guillermo III de Orange (septiembre de 1701), en un claro desafío a holandeses e ingleses, ya que Guillermo también fue, hasta ﬁnales del 1702, soberano de las Provincias Unidas. Así pues, el conﬂicto que en el verano de 1701 podía haber alumbrado una guerra entre Leopoldo I y Luis XIV cobró una dimensión insospechada: la irritación de Austria y el resentimiento de Guillermo III y de las Provincias Unidas, humilladas por Luis XIV, condujeron a la alianza internacional contra el rey de Francia.59 




			En efecto, Inglaterra y las Provincias Unidas, que el 20 de enero de 1701 habían ﬁrmado una alianza defensiva dando su apoyo al Imperio, constituyeron el 7 de septiembre la Gran Alianza de La Haya, en la que ingresaron Austria, Prusia y la mayoría de los estados alemanes. Los aliados, sin precisar la adscripción de la corona, mantenían la idea de la partición de los territorios de la monarquía hispánica con las siguientes compensaciones: el Imperio debía recibir Milán, Nápoles y Sicilia; y los Países Bajos meridionales se mantenían como una barrera defensiva de los holandeses, pero sin que se concretara su soberanía. Además, las potencias marítimas podían retener algunas conquistas realizadas en las Indias españolas. Por tanto, el Imperio apostaba por Italia, mientras que las potencias marítimas lo hacían por las colonias y el comercio, objetivos también codiciados por Francia. El punto de conﬂuencia entre el bloque continental y el marítimo de los aliados lo constituía el designio de frenar la hegemonía borbónica en Europa, la temida «monarquía universal». De todos modos, salta a la vista que en el seno de la alianza los intereses eran visiblemente dispares, un hecho en parte inevitable, fruto del pacto internacional, que repercutió sensiblemente a la hora de priorizar los objetivos militares en el transcurso de la guerra. En aquel momento, si por un lado Leopoldo reclamaba llana y simplemente el conjunto de los territorios de la monarquía de España para su hijo, por otra parte, Guillermo de Orange estaba dispuesto a aceptar a los Borbones en Madrid a cambio de compensaciones para la Casa de Austria en Italia y los Países Bajos.60 Una propuesta, esta última, muy parecida a la que plasmaron los acuerdos de Utrecht en 1713, después de una larga y sangrienta guerra. 




			Francia recibió el apoyo de Portugal y del duque de Saboya —aunque fue efímero, porque ambos pasaron al bando aliado—, y de los electores de Colonia y de Baviera. No fue hasta el mes de mayo de 1702 que las potencias aliadas declararon formalmente la guerra a Luis XIV. A continuación, el 12 de septiembre de 1703, el emperador renunció a sus derechos a la Corona hispánica al objeto de garantizar la separación entre Austria y España. De este modo, las potencias marítimas podían reconocer al archiduque Carlos como al rey Carlos III, aunque Leopoldo hizo ﬁrmar a sus dos hijos una disposición sucesoria secreta por la que consideraban el patrimonio de los Habsburgo como un todo.  




			A nadie se le escapa que el interés por América jugó un papel de primer orden en aquel conﬂicto: «el principal objeto de la guerra presente es el del comercio de Indias y de las riquezas que producen», escribió Luis XIV.61 Josep Maria Delgado ha señalado las claves que explican que, pese a la extrema debilidad de la metrópoli, el imperio español sobreviviera durante la segunda mitad del siglo XVII. Gracias a su capacidad adaptativa mediante la implicación de las élites de los territorios coloniales en la reproducción del modelo; a su ﬂexibilidad, es decir, a la discrecionalidad de que disponía la burocracia colonial (virreyes, gobernadores y audiencias) para adaptar las políticas coloniales dictadas desde la metrópoli a los intereses de los grupos locales y, de este modo, garantizar su apoyo; y gracias también a la cesión de soberanía para poder contentar a las agresivas potencias del Norte, concertando una serie de tratados comerciales con ellas puesto que:  




			 



			 




			Para los comerciantes de Holanda, Francia o Gran Bretaña, las Indias eran a ﬁnales del siglo XVII un condominio europeo sobre el cual se tenían derechos de propiedad con independencia de la opinión de la corona española. Existía la convicción general de que un país atrasado como España no podía oponerse a que sus vecinos proveyeran a los consumidores americanos de todo aquello que ella no producía: la casi totalidad de los productos manufacturados, más las especias de Asia.62 




			



			 




			Pronto las directrices económicas francesas certiﬁcaron el interés fundamental del rey de Francia en aquel conﬂicto. Como remarca Henry Kamen, las instrucciones sobre comercio que recibían los embajadores insistían reiteradamente en la conveniencia de no dejar que los españoles fabricasen sus propias manufacturas, para que así pudieran instalarse los franceses allí. Las medidas favorables a Francia se sucedieron: el 13 de junio de 1702 un decreto prohibía el comercio con súbditos del emperador, Inglaterra y Holanda. Francia recibió el trato de nación más favorecida, varias mercancías quedaban exentas de pago de derechos y se prohibía a los funcionarios españoles registrar buques franceses. El ministro Jean Orry abrió el camino a una larga sucesión de pedidos, que el gobierno español encargó a proveedores franceses, de todo tipo de armas, tiendas de campaña, uniformes para el ejército, etc. Los franceses pudieron disfrutar ampliamente de tales privilegios entre 1701 y 1709.63 Pero sus intereses primordiales se centraban en América, tal como se cuidó de remarcar el funcionario Jean-Michel Amelot, quien entre 1699 y 1700 fue director de la política comercial francesa y llegó a presidente del Conseil de Commerce, y cuya familia, procedente de Saint-Malo, estuvo vinculada al tráﬁco de esclavos y al comercio con las colonias españolas en el siglo XVII. El propio Michel Amelot, junto con el comerciante Nicolas Mesnager —también miembro del Conseil de Commerce y uno de los artíﬁces del congreso de Utrecht en 1712—, atendiendo a las peticiones de los mercaderes maluinos, instaron en 1705 a París a dar apoyo a las operaciones de contrabando tanto en el Caribe como en los puertos de Portobelo y Veracruz.64 Fue Amelot, en deﬁnitiva, quien aﬁrmó sin tapujos que «el principal objeto de la presente guerra es el comercio con las Indias y la riqueza que produce».65 Las colonias se podían convertir en el mayor punto de venta de los tejidos de lana ingleses y de lino franceses. Pero la corte de París era perfectamente consciente de los problemas que mermaban los beneﬁcios de la Hacienda Real hispánica, como la mala administración, el fraude en la extracción y destino del oro y de la plata, la falta de regularidad de la ﬂota de galeones (cada dos o cada cinco años en vez del viaje anual), un agresivo comercio por parte de Inglaterra, Holanda y Portugal y la alarmante disminución de la población indígena.66 




			Stanley J. Stein y Barbara H. Stein no dudan en aﬁrmar que el desencadenante de la guerra fue la decisión que tomó la recientemente instalada administración borbónica española, ante la insistencia francesa, de conceder el asiento de negros a un consorcio comercial francés, la Compagnie de Guinée, el 27 de agosto de 1701. La concesión ponía ﬁn a un siglo de predominio portugués en el negocio de la trata. Luis XIV y Felipe V aportaban, cada uno, el 25 % del capital inicial, mientras que el 50 % restante sería sufragado mediante la suscripción de acciones por particulares. El rey de España, además de las ganancias correspondientes al capital invertido, se beneﬁciaba de un impuesto que gravaba con 33 pesos cada esclavo. Las expediciones podían dirigirse a las islas de Barlovento, Cumaná, Maracaibo, Nueva España y Tierra Firme. También podían introducir esclavos en Argentina y Perú. Pero, además, sus buques gozaban de la potestad de extraer, libres de impuestos, oro, plata y frutos de los puertos donde habían vendido esclavos, y vender en ellos alimentos y productos textiles destinados, en principio, a cubrir las necesidades de los esclavos durante la travesía. Por tanto, el asiento de negros, aparte del tráﬁco de esclavos, hacía posible que los barcos distribuyeran ilegalmente productos en los puertos caribeños de España.  




			De esta forma, Francia vio reconocida la presencia de embarcaciones y hombres de negocios franceses en los puertos coloniales de España. En menos de un año, el despliegue de la política francesa conﬁrmaba los presagios de los comerciantes ingleses y holandeses de que sus negocios se verían arruinados y que la prioridad de los franceses en la guerra era apoderarse del comercio en las Indias Orientales. En consecuencia, concluyen los Stein, no es ninguna coincidencia que el 20 de enero de 1701, al cabo de diez días de haberse ﬁrmado el asiento, Londres y Amsterdam sellaran una alianza para realizar operaciones militares y navales conjuntas contra Francia.67 Así lo entendió el secretario de Estado, Charles Hedges.68 También Joseph Adisson, que en 1707 justiﬁcó la participación inglesa en la guerra aduciendo que los franceses se adueñaban del comercio en España, pero especialmente en América, donde después de la alianza con España disponían de treinta barcos en constante movimiento entre los puertos franceses y los de México y Perú. Además, subrayaba que incluso el rey de Francia participaba en el tráﬁco, consiguiendo grandes ingresos.69 De hecho, McLachlan ya hizo notar que la defensa de los intereses comerciales británicos constituyó una de las causas principales de la entrada en la guerra de aquel país.70 




			Lo cierto es que el comercio ilegal francés era un fenómeno generalizado a lo largo de la costa del Pacíﬁco a ﬁnales de 1706, tal como denunciaban los mercaderes y burócratas de ultramar. Dos años más tarde, según un informe, el comercio se hallaba «tan deteriorado que [los españoles] disfrutan más el nombre de la propiedad que el útil de lo que producen».71 Carlos Malamud ha constatado el impacto del «comercio directo», expresión que utiliza en lugar del término «ilegal», ya que prácticamente sólo existía este tipo de tráﬁco en el espacio peruano. En efecto, entre 1695 y 1726 más del 60% del comercio exterior peruano era efectuado por los franceses.72 Ni siquiera aprovecharon los pagos de la Compagnie de Guinée al gobierno español, ya que se dilapidaron en operaciones militares, en salarios pagados a burócratas, en gastos diplomáticos, en pensionistas del gobierno o en gastos personales de Felipe V.73 




			Por otra parte, Pablo Emilio Pérez Mallaína ha puesto de relieve las gravísimas diﬁcultades de España para mantener las comunicaciones marítimas con las Indias, hasta el punto que presagiaban un colapso no muy lejano. Entre las causas, destaca el deterioro de la eﬁcacia de las instituciones encargadas de velar por el tráﬁco indiano, debido a la venta sistemática de los principales oﬁcios (funcionarios de la Casa de Contratación). También un sistema de organización de las expediciones, que se mantuvo inalterable en un siglo y medio, sumado a la decadencia de la marina de guerra. Ciertamente, Felipe V marcó dos nuevas directrices: favorecer los intereses de Francia y reorganizar el sistema español de comunicaciones con las Indias. Ya en 1702 envió desde La Coruña una escuadra francesa a América. Además, todas las embarcaciones francesas fueron autorizadas a recalar en los puertos indianos y sus autoridades debían proporcionarles la ayuda que precisaran. En ocasiones, también recibieron licencias para comerciar con total exención de impuestos. En suma, los puertos de la América española fueron «pacíﬁcamente invadidos» por cientos de navíos franceses haciendo saltar por los aires las férreas prohibiciones que habían estado en vigor durante dos siglos. En lo que concierne a la reorganización, Felipe V procuró controlar la dirección de los asuntos de la Carrera de Indias, y ello signiﬁcaba soslayar el hasta entonces inﬂuyente Consulado de Sevilla así como el Consejo de Indias, la Casa de la Contratación y la Universidad de Mareantes de Sevilla. A pesar de ello, los planes de reforma de la Junta de Restablecimiento en 1706 no entraron en vigor tal como se habían concebido. Se impuso entonces una vía intermedia entre las reformas y el antiguo sistema, de la mano de Bernardo Tinajero de la Escalera.74 




			Sea como fuere, la etapa entre 1700 y 1705 fue especialmente difícil para las relaciones navales hispanoamericanas, ya que no partió de Cádiz ninguna expedición importante de carácter comercial. La tónica hasta 1709 fue algo mejor ya que hubo dos buenos años, 1706 y 1708. A partir de 1710 se inició un período de mayor estabilidad, coincidiendo con las postrimerías de la guerra y con la aplicación de las primeras reformas del tráﬁco indiano.75 Una de las consecuencias más importantes de la guerra y del enfrentamiento con Gran Bretaña fue la ruptura de la ruta de Tierra Firme que enlazaba España con el Perú a través de los puntos intermedios de Cartagena y Portobelo. Si ésta había sido la vía por la que llegó a la metrópoli la mayor cantidad de plata, entre 1695 y 1721 sólo se envió una expedición, en 1706, que no pudo regresar. En cambio, la mayoría de las expediciones que navegaron a Nueva España lograron sus objetivos, a excepción de la ﬂota de Manuel Velasco, cuyos barcos fueron quemados en el puerto de Vigo, si bien se salvó el tesoro transportado. Entre 1702 y 1713, cuatro ﬂotas y dos expediciones de azogues cruzaron el océano con éxito, lo que signiﬁcó una considerable llegada de plata que resultó decisiva para el mantenimiento de la guerra. El logro se explica, en ese caso, por la menor complicación de esta ruta, que tenía como único puerto de destino el de Veracruz, bien protegido por el castillo de San Juan de Ulúa. Además, las expediciones de los comerciantes mexicanos debían recorrer distancias cortas desde la capital virreinal a Veracruz. A todo ello contribuyó eﬁcazmente la tarea de diversión que los buques de corso españoles realizaron sobre los barcos de guerra ingleses establecidos en Jamaica. Su intervención forzó a los británicos a emplearse a fondo en la protección de su comercio y a reducir los efectivos dedicados a las acciones ofensivas, especialmente en aquellos puntos en que se desarrollaba la acción corsaria, donde los gobernadores e incluso los concejos municipales concedían patentes. También coadyuvó en la tarea el corso francés, aunque al mismo tiempo llevó a cabo un intenso tráﬁco ilegal.76 




			



			 




			EL NUEVO REY Y EL ENTORNO FRANCÉS 




			



			 




			Según Baudrillart, Luis XIV fue, entre 1701 y 1709, el verdadero rey de España.77 Nada más llegar Felipe V a Madrid, se constituyó el Despacho del que formaban parte el rey, el embajador Harcourt, Portocarrero, Arias y Ubilla. Completaban el entorno francés la princesa de los Ursinos, el confesor jesuita Daubenton y el marqués de Louville. 




			El Rey Sol era perfectamente consciente de las limitaciones de su nieto y no dejó de velar para que gobernara con criterio, mediante las personas de conﬁanza que situó a su vera. Sabía que su «silencio continuo», fruto de la timidez, le reportaba problemas a la hora de comunicarse incluso con las personas más allegadas. Cuando Amelot, en febrero de 1708, le puso sobre aviso de que Felipe V deseaba con pasión regresar al frente de guerra a causa de su «ardor por la gloria», opción que desaconsejaba el ministro, Luis XIV respondió incisivamente que esperaba que su nieto hiciera realidad «su verdadera gloria trabajando en beneﬁcio de su Estado, y que juzgará que es más honorable para él tener éxito en ese cometido que ganar batallas en persona».78 Pero no sólo tuteló al joven e inexperto rey mediante los inﬂuyentes personajes que envió a Madrid y que le rodeaban, sino también a través de una asidua correspondencia.79 




			El marqués de Louville jugó un papel importante como conﬁ dente del joven Felipe V durante los primeros años de su reinado. Las instrucciones que Louville recibió del duque de Beauvillier conﬁrman la existencia de un grupo de nobles favorable a Francia y de plena conﬁanza, especialmente Portocarrero, Montalto, Arias, Villafranca y Mancera. Le indicaba que informase puntualmente de cuanto sucedía, que procurase estimular el ascenso mediante el mérito en la distribución de empleos y restablecer el ejército. También le recomendaba prevenir el incremento de la autoridad papal en España y que la reina no se mezclara en los asuntos de gobierno y de distribución de gracias y empleos.80 Por su parte, el preceptor del duque de Borgoña, el prelado y autor de Télémaque, Fénelon, le instruyó acerca de algunos principios básicos para que Felipe V gobernara bien: debía moderar la autoridad real en su propia persona, de modo que el rey no actuara con altivez, con violencia, por capricho o debilidad contra las leyes; debía ser padre y pastor de su pueblo; debía ser el hombre de las leyes y el hombre de Dios; debía considerarse un pueblo bien gobernado aquel en el que todo el mundo trabaja, está alimentado y obedece a las leyes, como el propio rey debe obedecer dando ejemplo. Así, le recomendaba: 




			



			 




			Un joven rey que llega a un reino, donde es extranjero, y de una nación que la española miraba como enemiga, debe hacerse a la nación, adaptarse a sus costumbres, acomodarse a sus prejuicios, principalmente instruirse sobre sus leyes y respetarlas religiosamente.  




			



			 




			Debía ser, en suma, un rey moderado. Respecto a la guerra estaba de acuerdo en que era importante que un rey fuera intrépido, para añadir a renglón seguido: «pero el coraje de la guerra es bastante menos provechoso a un gran príncipe que el coraje de los asuntos [de gobierno]». Proseguía diciendo que «el coraje de la guerra, que es más brillante, es inﬁnitamente inferior a ese coraje de toda la vida y de todas las horas».81 Unos consejos que, a todas luces, Felipe olvidó a medida que se aﬁanzó en el poder. En los años posteriores, Fénelon se mostró un ferviente partidario de la paz y manifestó su inquietud por los riesgos que entrañaba para Francia la apuesta de Luis XIV a favor de Felipe V. Aún más: llegó al extremo de aﬁrmar que el rey había puesto por delante los intereses personales a los de Francia aplastando a los países vecinos en vez de procurar una paz justa.82 




			Las Memorias de Louville son esclarecedoras del difícil equilibrio de poder en la corte de Felipe V durante los primeros años de gobierno. De entrada, la impresión que se forjó del rey el chef de la maison es la de un personaje extremadamente frágil e inconsistente. A pesar de tener una constitución fuerte, decía, era «vaporosa», y a menudo se veía agitada por inquietudes, alteraciones nerviosas y momentos de tristeza en los que su inteligencia parecía comme voilée. Se veía afectado por accesos de melancolía en los que aseguraba que no sufría vivir en España y que deseaba volver a ser duque de Anjou. Poco tiempo después, en marzo de 1701, Louville escribía a Torcy que lo veía más enfermo que nunca y auguraba que habría que colocar gente de conﬁanza en el entorno de la reina porque ésta acabaría gobernándolo.83 La melancolía se manifestó de nuevo cuando regresó de Italia. En contraste, María Luisa de Saboya es descrita como una persona de carácter impetuoso a quien la menor contradicción hacía exaltar sin que nadie pudiera contenerla, ni la princesa de los Ursinos (Ana María de la Trémoiulle, camarera mayor). La notoria dependencia sexual de Felipe V hacia la reina preocupó al confesor Daubenton, que atribuía su melancolía al exceso de pasión que sentía por la reina. A tal objeto consultó a Louville si era conveniente que hicieran el amor más de una vez al día, como, por lo visto, solía pasar. 




			Louville no tenía en buena consideración al jesuita, al que recriminaba su ambición,84 ni a la princesa de los Ursinos, de quien escribía que se había postulado como camarera mayor asegurando que ella respondería del gobierno de España. De la princesa, además, destacaba su espíritu de dominación, sin perder ocasión de criticarla por sus manejos y negocios oscuros, algunos de ellos realizados a medias con Orry, como el de proporcionar a su secretario, Miguel Salvador, el gobierno de Potosí, o de tomar el dinero del Bolsillo de que disponía la reina.85 Señalaba también que, según Portocarrero, la dependencia que Carlos II tuvo por su esposa no era nada comparada con la que tenía Felipe V por Madama de los Ursinos.86 A sus ojos, Orry era una persona deshonesta a la que acusaba de llenarse los bolsillos a costa de las provisiones de guerra y de boca en plena escasez, así como con la renta del tabaco mediante López de Castro. A Orry y a la Ursinos les achacaba los «indignos fraudes de una administración más criminal que ignorante».87 Las graves acusaciones vertidas contra ambos podrían atribuirse, de entrada, a la división que pronto surgió en las ﬁ las del equipo francés. Pero Louville no andaba equivocado: Saint-Simon también aludió a ello y, recientemente, Francisco Andújar ha demostrado el alcance que tuvo la venalidad de cargos y la implicación de ambos personajes en su urdimbre.88 Orry, la Ursinos y su secretario y amante D’Aubigny formaban la «cábala», a juicio de Louville, el núcleo duro del poder, que se completaba con Daubenton y Harcourt.89 Sobre el cardenal Portocarrero, Louville opinaba que era pro francés, aunque un gobernante ineﬁcaz porque no había emprendido reformas contributivas y se había rodeado de gente inepta como el marqués de Leganés, el duque de Medina Sidonia y su sobrino el conde de Palma. Añadía, también, que recibía presiones antifrancesas por parte de Urraca y de Ribas, que consideraban que Francia era como una sanguijuela para España.90 La tensión dentro del grupo francés quedaba perfectamente reﬂejada en su queja de la marginación que sufría el embajador de Francia, el abbé d’Estrées. En una gráﬁca descripción del modus operandi en la corte, contaba que el marqués de Ribas presentaba todos los papeles a la reina; salía y despachaba con Orry y Aubigny. La princesa, por su parte, tampoco consultaba al embajador de Francia.91 
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